
3
DISEÑO E IMPLICACIONES 
DE LA REFORMA  
LABORAL DE 2012

J E S U S W A L D O  M A R T Í N E Z  S O R I A  
G A B R I E L A  C A B E S T A N Y  R U I Z

R E F O R M A S  E S T R U C T U R A L E S :  AVA N C E S  Y  D E S A F Í O S



DISEÑO E IMPLICACIONES  
DE LA REFORMA LABORAL 
DE 2012
A U TO R E S
J E S U S W A L D O  M A R T Í N E Z  S O R I A

 

G A B R I E L A  C A B E S T A N Y  R U I Z

COO RD I N A DO R E S
G E R A R D O  E S Q U I V E L  H E R N Á N D E Z 
A L E J A N D R O  E N C I N A S  N Á J E R A
N O E L  P É R E Z  B E N Í T E Z

R E FO RM A S  E S TRU C T U R A LE S:  
AVA N CE S  Y  D E S A FÍOS



SENADO DE LA REPÚBLICA
INSTITUTO BELISARIO DOMÍNGUEZ

Comité Directivo
Sen. Miguel Barbosa Huerta
Presidente

Sen. Roberto Armando Albores Gleason
Secretario

Sen. Daniel Gabriel Ávila Ruíz
Secretario

Sen. Benjamín Robles Montoya
Secretario

Secretaría Técnica
Onel Ortiz Fragoso
Secretario Técnico

Junta Ejecutiva
Dr. Gerardo Esquivel Hernández
Coordinador Ejecutivo de Investigación

Mtro. Alejandro Encinas Nájera 
Director General de Investigación Estratégica

Mtro. Noel Pérez Benítez 
Director General de Finanzas

Mtro. Juan Carlos Amador Hernández 
Director General de Difusión y Publicaciones

Diseño e implicaciones de la Reforma Laboral de 2012.
Autores: Jesuswaldo Martínez Soria
               Gabriela Cabestany Ruiz

Serie: Reformas estructurales: avances y desafíos

Número: 3

Primera edición, diciembre de 2016.
ISBN: 978-607-8320-50-9

Diseño de portada: Instituto Belisario Domínguez
Diseño de interiores: D3/Ana Karina Mendoza Cervantes, Daniel Prisciliano Estrella Alvarado
Cuidado de la edición: D3/Alejandra Gallardo Cao Romero

DR© INSTITUTO BELISARIO DOMÍNGUEZ, SENADO DE LA REPÚBLICA
Donceles 14, Colonia Centro, Delegación Cuauhtémoc 
06020, Ciudad de México.

La presente edición es publicada por la Dirección General de Investigación Estratégica.

DISTRIBUCIÓN GRATUITA
Impreso en México

Las opiniones expresadas en este documento son de exclusiva responsabilidad 
de los autores y no reflejan, necesariamente, los puntos de vista del Instituto 
Belisario Domínguez o del Senado de la República.



3

Diseño e implicaciones de la Reforma  
Laboral de 2012*

* 	 En la elaboración de este estudio se contó con el apoyo técnico ofrecido por Adriana Vargas Flores 
y Leonardo González Sánchez y con el trabajo estadístico de Francisco Rodríguez Padrón. Asi-
mismo, se actualizaron y ampliaron las líneas de estudio tratadas en el cuaderno de investigación 
“Alcance de la Reforma Laboral de 2012 y decisiones legislativas pendientes en la materia” y se 
tomaron en cuenta algunos estudios realizados en el área de Desarrollo Económico y Sustenta-
bilidad de la Dirección General de Investigación Estratégica del IBD del Senado. Las versiones 
preliminares de esta investigación fueron presentadas en el seminario “Reformas estructurales: 
avances y desafíos” llevado a cabo en el Senado de la República en 2015, así como en las XI 
Jornadas de Economía Laboral celebradas en 2015 en la Universidad Autónoma de Barcelona, 
España, y en la 28ª Conferencia Anual de la Society for the Advancement of Socio-Economics 
(SASE) celebrada en 2016 en la Universidad de California, Berkeley. Los autores agradecen las 
observaciones y comentarios expresados por los participantes en los congresos internacionales, 
así como la dictaminación realizada por dos expertos anónimos del ámbito académico. El análisis 
y las opiniones sostenidos en la investigación son responsabilidad exclusiva de los autores.
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Presentación 

El Instituto Belisario Domínguez (IBD) del Senado de la República, a tra-
vés de las Direcciones Generales de Investigación Estratégica y de Finan-
zas, dedicó un año de trabajo a la elaboración del proyecto de investigación 
Reformas estructurales: avances y desafíos. Este estudio precursor analiza 
ocho de las reformas estructurales aprobadas en la recta final del sexenio 
anterior y durante el actual: Fiscal, Laboral, Financiera, Energética, Edu-
cativa, Político-Electoral, Derechos Humanos y Justicia Penal.

Las ocho investigaciones se motivaron y articularon a través de cuatro 
grandes preguntas: ¿Qué problemáticas sectoriales se pretenden resolver 
con cada una de las reformas? ¿Cómo se planteó lograrlo? ¿Qué tan facti-
ble es que se logren? ¿Qué elementos clave no fueron tomados en cuenta?

El estudio sistemático e integral de este paquete de reformas es relevante 
ya que fue un parteaguas que modificó sustancialmente pilares centrales 
de la Constitución y por tanto del proyecto de nación. Adicionalmente, 
permite dar seguimiento a la implementación de las decisiones del Poder 
Legislativo, con lo cual buscamos contribuir a fortalecer sus funciones de 
supervisión y control a los otros poderes del Estado.

Esta colección de cuadernos de investigación partió de varias premisas 
para adentrarse en el análisis de las reformas estructurales. En primera 
instancia, ninguna de las reformas puede entenderse de forma aislada. 
Sus impulsores las concibieron como componentes de un proyecto inte-
gral para modernizar al país, eliminar trabas para elevar la productivi-
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dad, situarlo entre las economías competitivas a nivel global, fortalecer 
la vida democrática e incrementar la eficacia en el ejercicio de gobierno. 

Esto no necesariamente significa que sus resultados sean congruentes en-
tre sí. Las reformas no son productos armoniosos u homogéneos. Por el 
contrario, desde su dictaminación están marcadas por posturas políticas 
contrapuestas. En un congreso plural, su aprobación es resultado de múl-
tiples rondas de negociación entre una constelación de actores con postu-
ras e intereses diferenciados y grados de poder e influencia desiguales. La 
caja negra de las negociaciones explica en buena medida las diferencias 
entre la iniciativa original y el texto que finalmente se promulga.

De ahí la necesidad de realizar un análisis de consistencia de cada una de 
las reformas. Esto implica responder si sus exposiciones de motivos, diag-
nósticos, la legislación finalmente aprobada y los primeros resultados de 
su implementación guardan coherencia y están alineados entre sí.

Una conclusión es que contrario a una creencia arraigada según la cual 
los problemas del país están sobre-diagnosticados, estas investigaciones 
han detectado que las reformas no necesariamente parten de diagnósti-
cos exhaustivos que identifiquen las causas de los problemas y ofrezcan 
alternativas de solución. En algunos casos, no existe información estadís-
tica e indicadores para conocer la magnitud y complejidad del problema. 
No es cosa menor: si no se parte de diagnósticos adecuados, difícilmente 
se lograrán tomar decisiones públicas informadas para atacar los proble-
mas con precisión. 

Una vez analizada la consistencia de cada reforma en sus propios términos, 
los cuadernos proceden a abordar la implementación como un campo de 
estudio específico. Se trata de la fase en que finalmente se ponen a prueba 
las reformas y se enfrentan con la realidad que pretenden modificar. 

La implementación de cada reforma tiene que afrontar desafíos que esca-
pan del control de las autoridades estatales, tales como actores y colecti-
vos con poder para obstaculizar los cambios aprobados, o bien, procesos 
globales de distinta índole. El éxito o el fracaso de las reformas depende 
en buena medida de la capacidad para sortear esos factores externos con 
los recursos materiales e institucionales disponibles. 

Finalmente, cada uno de los ocho cuadernos da seguimiento a los efec-
tos de las reformas, entre los cuales se encuentran la creación de nuevas 
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instituciones, la puesta en marcha de políticas públicas y la armonización 
legislativa tanto de las leyes secundarias y locales, como en función de los 
compromisos contraídos por el Estado Mexicano a través de la ratificación 
de tratados internacionales. Debe advertirse que los avances en la imple-
mentación de cada reforma se han registrado con velocidades, profundi-
dades y ritmos propios.

La mecánica de trabajo del proyecto incluyó un seminario interno que 
sesionó durante un año. Los más de veinte investigadores que participa-
ron en este proyecto cuentan con trayectorias académicas y profesiona-
les en diversos campos como la sociología, la ciencia política, el derecho, 
las relaciones internacionales, la pedagogía, la economía y la actuaría, lo 
cual contribuyó a dotar a cada estudio de un enfoque multidisciplinario. 

En el mismo sentido, sostuvimos sesiones para presentar avances del 
proyecto con el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México, con el Ilustre y Nacional Colegio de Abo-
gados de México y el Consejo Coordinador Empresarial. Posteriormen-
te, convocamos a un seminario público de dos días en el Senado de la 
República, el cual contó con la participación de especialistas nacionales 
e internacionales en los distintos campos de las reformas. La pluralidad 
y el nivel de especialización  de las personas que participaron en estos 
diálogos, sin duda enriquecieron los resultados del proyecto. Por último, 
los borradores de esta colección fueron sometidos a un proceso de doble 
dictaminación con reconocidos expertos en cada uno de los temas. Sus 
observaciones puntuales elevaron el rigor y la calidad de las investigacio-
nes. Como siempre en estos casos, son los propios autores los responsa-
bles finales de lo expresado en cada estudio.

Agradecemos al Senado de la República, en especial a la Presidencia y el 
Comité Directivo del IBD, por otorgarnos todas las facilidades para que 
este proyecto llegara a buen puerto. Esperamos que Reformas estructu-
rales: avances y desafíos contribuya a la toma de decisiones informadas 
por parte del Estado Mexicano y a que la sociedad disponga de estudios 
que le permitan conocer y examinar el desempeño de sus instituciones.

Gerardo Esquivel Hernández 

Alejandro Encinas Nájera

Noel Pérez Benítez
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Introducción

La Reforma Laboral de 2012 constituye una decisión legislativa importan-
te en el proceso de cambios impulsado por el Gobierno federal durante 
los últimos años. Este proceso, denominado oficialmente como reformas 
estructurales, ha tenido como principal objetivo mejorar el marco insti-
tucional y flexibilizar algunos mercados estratégicos para fortalecer las 
condiciones de crecimiento económico del país (OCDE, 2015; Banxico, 
2013). Así, la mayor parte de las reformas buscaban modificar los térmi-
nos de intercambio de algunos mercados en particular; por ejemplo el 
financiero, el energético, el de telecomunicaciones, además del laboral. 
Estas decisiones legislativas estuvieron acompañadas de reformas en dos 
ámbitos fundamentales: el sistema fiscal y el sector educativo.

Desde la perspectiva del Gobierno federal, este paquete de reformas in-
duciría los cambios necesarios para elevar el crecimiento de la economía, 
lo que propició el reconocimiento de diversos actores internacionales. La 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE, 
2015) ha destacado la relevancia de implementar las reformas en su con-
junto, pero también la conveniencia de acompañar su instrumentación 
con acciones que fortalezcan la consolidación del Estado de derecho, 
que transformen el sistema de justicia, y que se avance hacia la mejora 
en la calidad de las regulaciones. 

Con la Reforma Laboral se buscó introducir cambios en el funcionamien-
to del mercado de trabajo que contribuyeran a la generación de empleo, 
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la reducción de la informalidad y el crecimiento de la productividad la-
boral y la actividad económica. La Reforma Laboral, impulsada por el 
Poder Ejecutivo federal como iniciativa preferente ante el Congreso de 
la Unión, implicó la modificación de 361 artículos de la Ley Federal del 
Trabajo (LFT) de acuerdo con el Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo (DOF, 
2012). Estas modificaciones constituyen la reforma más amplia que haya 
tenido la LFT en las últimas décadas. 

Con la puesta en marcha de la Reforma Laboral, se gestaron altas ex-
pectativas sobre el crecimiento económico, el aumento del empleo y la 
reducción de la informalidad. A principios de 2013, el Banco de México 
(Banxico, 2013) señalaba que “en la medida en que continúe el proceso 
de reformas estructurales,… el escenario para el crecimiento de Méxi-
co en el mediano plazo podría tornarse más favorable. … En particular, 
se espera que la Reforma Laboral  incremente la flexibilidad en ese 
mercado, promueva el empleo formal e impulse una mayor productivi-
dad laboral, con lo cual se prevé habría un impacto favorable sobre el 
crecimiento potencial de la economía.” De acuerdo con Banxico (2013) 
la Reforma Laboral  podría tener un efecto sobre la tasa de crecimien-
to del PIB que se estimaba entre 0.15 y 0.25 puntos porcentuales en 
promedio por año y se crearían alrededor de 370 mil empleos formales 
adicionales en promedio al año.

Asimismo, en el discurso del Gobierno federal se ha sostenido que los 
resultados están siendo notables. La Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP, 2016) ha reportado que gracias a la reforma se ha creado 
empleo formal, ha aumentado el poder adquisitivo de los salarios y se ha 
favorecido la reactivación del mercado interno (se reporta que de cada 
100 empleos formales creados, 63 perciben una remuneración mayor a 
dos salarios mínimos).  

No obstante las expectativas generadas y la lectura positiva de los re-
sultados de la reforma por parte del Gobierno federal, el ritmo de creci-
miento de la economía se ha mantenido débil y las principales anomalías 
del mercado de trabajo persisten. Entre 2013 y 2015, la tasa media de 
crecimiento del PIB fue del 1.9%1 y las perspectivas para 2016 y 2017 

1	 Ver reporte de Temas Estratégicos “Debilidades y perspectivas de la economía mexicana, 2015-
2017” elaborado por el área de Desarrollo Económico y Sustentabilidad de la Dirección General 
de Investigación Estratégica del Instituto Belisario Domínguez. Disponible en: http://www.senado.
gob.mx/ibd/content/productos/reporte/reporte35.pdf
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no superan el 3%, de acuerdo a la media de las expectativas de Banco 
de México (Banxico, 2016). A pesar de la tendencia positiva en el nú-
mero de trabajadores registrados en el IMSS, que se incrementó en 1.3 
millones de personas entre 2013 y 2015, este aumento se basa en la 
creación de puestos temporales de trabajo cuyo ritmo de crecimiento 
(4.9%) ha sido mayor al del empleo permanente (3.9%), lo que vulnera 
la estabilidad y la calidad del empleo. Asimismo, el déficit acumulado en 
la creación de empleo sigue aumentando (entre 2000 y 2015 se tiene un 
rezago de 8.6 millones de puestos de trabajo) y la informalidad laboral 
mantiene altos índices y sus variaciones recientes pueden representar 
sólo una restitución de los niveles previos a la crisis de 2009.

Entre las expectativas de la Reforma Laboral  y la interpretación oficial de 
sus primeros resultados, por un lado, y el desempeño actual de la econo-
mía y del mercado de trabajo, por otro, se observan algunas discrepancias 
que representan una motivación especial para contribuir en el análisis de 
las decisiones legislativas tomadas y dar cuenta de los avances logrados 
con la instrumentación de las modificaciones a la LFT. Aunque la informa-
ción estadística de la situación laboral disponible hasta el momento puede 
aportar evidencias parciales sobre el cumplimiento de los efectos espera-
dos de la Reforma Laboral, es importante promover el análisis detallado de 
su impacto en la estructura económica y en el mercado laboral. 

Para determinar los resultados de la Reforma Laboral  y el cumplimiento 
de sus objetivos, es importante analizar: a) la definición, motivación e 
implicaciones de las decisiones legislativas tomadas, b) la corresponden-
cia entre el diagnóstico, los objetivos de la reforma y el diseño e instru-
mentación de las medidas, y c) la articulación de la Reforma Laboral  con 
otras decisiones legislativas y de política pública. Este estudio pretende 
avanzar en esa dirección y contribuir con el análisis y seguimiento de las 
decisiones legislativas tomadas en el Senado de la República.

En el proceso de deliberación parlamentaria de la Reforma Laboral, el Se-
nado intervino, como cámara revisora, en el análisis, diseño y aprobación 
de las modificaciones a la LFT. Como responsable del control y seguimien-
to de las decisiones legislativas que impulsa, el Senado adquiere un papel 
relevante en la supervisión de los resultados de la Reforma Laboral.

Para cumplir con estas funciones, es importante que el Senado cuente 
con la información que le permita evaluar sus decisiones y promover los 
ajustes necesarios para elevar la eficacia de la intervención del Estado 
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en el mejoramiento del mercado de trabajo y la estructura económica del 
país.2 Por ello, en esta investigación se propone analizar el alcance de la 
Reforma Laboral  de 2012 y su articulación con otras decisiones legisla-
tivas y de política pública. 

Los objetivos particulares del estudio son: a) ofrecer elementos de diagnós-
tico del mercado de trabajo que ayuden a identificar las principales anoma-
lías y tendencias en las que debe intervenir el Estado, b) analizar el alcance 
de las principales medidas de la Reforma Laboral, en especial las dedicadas 
a reducir la informalidad y elevar el empleo, c) destacar la importancia de 
la articulación de las medidas laborales con otras reformas y decisiones de 
política pública y d) contrastar las decisiones legislativas tomadas en México 
con las reformas laborales implementadas en otros países.

El estudio se divide en cinco secciones. En la primera se  presenta un 
análisis de los principales indicadores laborales que permiten diagnos-
ticar las condiciones del mercado de trabajo e identificar, con ello, las 
tendencias y anomalías que se pretende atender mediante la reforma. 
En la segunda sección se describen los objetivos generales y las princi-
pales medidas de política de la Reforma Laboral , y se realiza un análisis 
sobre el alcance de las medidas para reducir la informalidad y elevar el 
empleo, en particular, las que se refieren al régimen de subcontratación 
laboral, los contratos por temporada, periodos de prueba y capacitación 
inicial y la reducción de los costos por despido. En la tercera sección, se 
expone el análisis sobre la articulación de las medidas incorporadas en 
la Reforma Laboral  con otras decisiones de política, en particular con el 
Régimen de Incorporación Fiscal (RIF). En la cuarta sección se exponen 
algunas experiencias de reformas laborales en el ámbito internacional y 
se extraen lecciones relevantes para México. La última sección presenta 
las conclusiones del estudio.

2	 De acuerdo con el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el seguimiento y eva-
luación del diseño e instrumentación de las políticas públicas para la promoción del desarrollo ayu-
dan a mejorar el desempeño y los resultados de la intervención del Estado. La medición y análisis 
del desempeño tienen como principales objetivos mejorar el aprendizaje colectivo en materia de 
desarrollo y asegurar la toma de decisiones con base en la información, lo que fortalece la responsa-
bilidad de introducir los ajustes necesarios en el diseño e instrumentación de las políticas públicas 
cuando los resultados no son satisfactorios. Según el PNUD, el seguimiento se define como una 
función continua cuyo objetivo es proporcionar a los responsables de la política pública indicaciones 
oportunas de progreso, o de falta de progreso, en el logro de los resultados de una intervención en 
curso. Asimismo, la evaluación se define como un ejercicio selectivo que intenta evaluar de manera 
sistemática y objetiva los progresos hacia un efecto y su realización (PNUD, 2009).
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Diagnóstico del Sistema FinancieroDiagnóstico: Condiciones del mercado  
de trabajo que enfrenta la reforma

La iniciativa de Reforma Laboral  presentada por el Poder Ejecutivo 
expone como principales argumentos que el marco jurídico ha queda-
do rebasado por distintas circunstancias demográficas, económicas y 
sociales, lo que indica la necesidad de modificarlo para  incrementar 
la creación de empleos, elevar la productividad de los ya existentes y 
sancionar a quienes incurran en prácticas contrarias a la ley. Por otro 
lado se expresa la relevancia de corregir situaciones de discriminación 
y falta de equidad en las relaciones de trabajo, de mejorar la justicia 
laboral y de modificar las prácticas dentro de las organizaciones sindi-
cales (Presidencia de la República, 2012). 

A pesar de los esfuerzos en el diseño de la reforma, es posible que la 
realidad del mercado de trabajo exija un conjunto de regulaciones que 
no han logrado ser establecidas con dichas modificaciones o que han sido 
insuficientes para corregir las anomalías existentes. El mercado de trabajo 
en México se ha caracterizado por el déficit en la creación de empleo, las 
altas y persistentes tasas de informalidad, la segmentación laboral y los 
bajos niveles de remuneración, principalmente para los trabajadores con 
salario mínimo y para aquellos que trabajan en pequeños establecimien-
tos, que cuentan con escasos años de escolaridad y/o que pertenecen 
a grupos de edad en situación de vulnerabilidad.  De ser exitosas, las 
distintas medidas de la reforma llevarían a corregir sólo algunas de las 
dificultades presentes en el mercado laboral. 
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1.1 Déficit de empleo e informalidad

La necesidad de crear empleo en la economía mexicana se ha acentua-
do en las últimas décadas, pues la Población Económicamente Activa 
(PEA) creció durante varios años más rápido que la generación de nue-
vos empleos formales. De acuerdo con el Gobierno federal, entre 2007 
y 2011 la PEA aumentó en 1 millón de personas cada año, mientras que 
los empleos formales crecieron en 220,000 por año (Presidencia de la 
República, 2007), lo que supone un déficit importante en la creación de 
puestos de trabajo (en torno a los 780,000 puestos).

Con base en la información del Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi, 2016), se observa que, de 2000 a 2015, la PEA pasó de 39.1 a 
53.2 millones de personas y creció a un ritmo ligeramente menor (2.1%) 
que la tasa de crecimiento promedio anual del número de ocupados que 
cotizan en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) (2.5%), que re-
presenta el principal indicador de empleo formal. Como se observa en la 
gráfica 1, la brecha entre ambas variables se ha venido ampliando a lo 
largo del periodo, aunque en los últimos años parece cerrarse ligeramente 
debido especialmente a una caída en el ritmo de crecimiento de la PEA, 
pues en los años 2014 y 2015 se registró un incremento atípico de apenas 
107 mil y 157 mil personas respectivamente, lo que contrasta con el pro-
medio anual de más de un millón que se había observado hasta 2013.3 Por 
su parte, la población desocupada ejerce una presión cada vez mayor so-
bre el mercado de trabajo, pues esta se incrementó en 1.3 millones de per-
sonas entre 2000 y 2015 y creció a un ritmo de 5.4% en promedio anual.

3	 Estas variaciones atípicas reducen la presión que ejerce la PEA en el mercado de trabajo y facilitan 
la interpretación de resultados favorables al momento de valorar el déficit en la generación de 
empleo, sin embargo; este fenómeno no implica que este déficit se esté solventando mediante la 
generación de nuevos puestos de trabajo. 
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Si se toman en cuenta las mismas fuentes de información y los flujos 
anuales de la PEA y el registro del empleo en el IMSS, se observa que de 
2000 a 2015 la PEA aumentó en promedio cada año en 939,589 personas 
y el número de trabajadores cotizantes al IMSS se incrementó en pro-
medio anual en 363,085 ocupados, lo que produce un déficit de 576,504 
puestos de trabajo al año durante todo el periodo. Si se toma en cuenta la 
cifra acumulada de 2000 a 2015, se tiene que la PEA aumentó en más de 
14 millones de personas, mientras que la creación acumulada de empleo 
registrado en el IMSS fue de 5,446,273, lo que da como resultado un défi-
cit acumulado en todo el periodo de 8,647,556 puestos de trabajo formal. 

Gráfica 1. Población económicamente activa, trabajadores cotizantes en el IMSS y 
población desocupada, 2000-2015.  

(Millones de personas)

Nota 1. Los datos de 2000 a 2004 provienen de la Encuesta Nacional de Empleo (ENE). 
La edad de trabajar se considera a partir de los 14 años.
Nota 2. Los datos de 2005 a 2015 provienen de la Encuesta Nacional de Ocupación y 
Empleo (ENOE). La edad de trabajar se considera a partir de los 15 años.   
Nota 3. Los datos sobre los trabajadores cotizantes en el IMSS corresponden a los stocks 
acumulados hasta el mes diciembre de cada año. 
Fuente: Elaboración propia con datos del BIE, la ENE y la ENOE del Inegi.
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Estos déficits representan un rezago muy importante en la creación de 
empleo formal, aún sin considerar el stock anterior al año 2000.

La insuficiencia de empleo formal ha conducido a la búsqueda de activida-
des, como la informalidad o la migración y nuevas válvulas de escape como 
el regreso al campo (Samaniego, 2010), que permitan el sostenimiento de 
aquellos que no logran insertarse en el mercado de trabajo formal. Según 
Camargo (2013), entre 2007 y 2011, más de 780,000 personas buscaron 
cada año alguna ocupación en la economía informal o ilícita y otros emigra-
ron hacia Estados Unidos para tener mejores oportunidades.

El hecho de que quienes no cuentan con empleo formal migren y se in-
serten en actividades incluso ilegales, refuerza el argumento probado por 
algunos autores (Esquivel y Ordaz-Díaz, 2008; Puyana y Romero, 2012), 
que indica que la existencia de un sector informal en la economía mexica-
na no es resultado de elecciones individuales maximizadoras de utilidad 
por parte de los trabajadores, sino más bien una condición estructural. El 
mercado laboral mexicano presenta características de segmentación y no 
de integración entre los sectores formal e informal y en él los trabajadores 
informales se encuentran en desventaja, tanto por su condición salarial, 
como por su carencia de acceso a las instituciones de seguridad social.

El debate en torno a la elección voluntaria de la actividad informal ha 
sido extenso en la literatura económica, en la que se encuentran eviden-
cias que sostienen posturas opuestas. La hipótesis del sector informal 
deseable fue sostenida por Maloney (2003), quien señala que los trabaja-
dores eligen la ocupación con base en la utilidad que supone un conjunto 
de condiciones salariales y no salariales, que puede ser relativamente 
comparable entre el sector informal y el empleo formal. De acuerdo con 
este autor, existen distintas razones por las que un trabajador estaría dis-
puesto a ingresar a la informalidad, por ejemplo la preferencia a recibir 
remuneraciones totalmente monetarias en lugar de obtener los benefi-
cios de la seguridad social, sobre todo en los casos en los que los sistemas 
de salud y seguridad social se perciben como deficientes. Esta misma 
idea ha sido tratada con distintas perspectivas para sostener que la baja 
valoración por parte de los trabajadores sobre la calidad de los servicios 
públicos, les lleva a preferir actividades con ingresos monetarios  en lu-
gar de obtener prestaciones sociales (Levy, 2008).

Sin embargo, Fields (2005) advierte que la posibilidad de que un traba-
jador se encuentre en una situación en la que pueda elegir su ocupación, 
entre formal e informal, está reservada sólo para unos cuantos. En par-
ticular para aquellos que han logrado adquirir una experiencia y capital 
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suficientes como subordinados que les permita optar, en algún momen-
to, por convertirse en trabajadores por cuenta propia.

No obstante la discusión teórica y las evidencias que aporta cada pos-
tura, no se puede descartar la posibilidad de que en el mercado laboral 
mexicano, al coexistir diferentes tipos de informalidad, una pequeña 
parte de trabajadores por cuenta propia esté dedicada a su actividad de 
manera voluntaria. Puede ser el caso de quienes aprovechan el capital 
de conocimientos y la red de conexiones adquiridos durante su trayec-
toria laboral para emprender un negocio y que durante un tiempo desa-
rrollan su actividad productiva al margen de la normatividad. 

Aún considerando esta posibilidad, es incuestionable que la mayor parte 
de la ocupación informal está relacionada con la necesidad de subsistir 
ante las escasas oportunidades de empleo formal que se abren en el mer-
cado, como resultado de los bajos ritmos de crecimiento de la economía 
nacional y de las irregularidades en el cumplimiento de la legislación fis-
cal, laboral y de seguridad social. Entre esta ocupación se encuentran los 
asalariados informales que son sujetos a las prácticas de incumplimiento 
regulatorio en las que incurren las empresas, y algunas instituciones del 
sector público, que afectan los derechos laborales.

Ya sea por voluntad propia o por exclusión del mercado de trabajo for-
mal, los niveles de informalidad en México son especialmente altos y 
persistentes desde hace más de tres décadas. La información estadística 
del Inegi (2016) revela los altos niveles de empleo informal que se tie-
nen en el mercado laboral mexicano (ver gráfica 2). Debido a un cambio 
metodológico en las mediciones de la ocupación informal hecho por el 
Inegi, se tiene registro desde 2005 de tasas de informalidad superiores a 
57% (Tasa de Informalidad Laboral, TIL) respecto al total de la población 
ocupada, a diferencia de las mediciones anteriores que registraban tasas 
en torno a 27% (Tasa de Ocupación en el Sector Informal, TOSI).

A lo largo de los 10 años de registro, la TIL ha tenido tres momentos impor-
tantes (ver gráfica 2): i) después de su primera medición en 2005 (59.7%) la 
tasa se redujo hasta el 57.7% en 2007; ii) la crisis de 2009 elevó la informali-
dad al 59.8% y sus efectos mantuvieron la tasa a esos niveles durante cuatro 
años; y iii) después de 2012 las tasas han descendido hasta ubicarse en el 
57.8% en 2015. El Gobierno federal afirma que este descenso reciente de la 
informalidad se debe a los efectos iniciales de la Reforma Laboral, y aunque 
es difícil confirmar las causas, también se puede explicar por la dispersión 
de los efectos de la crisis de 2009. Lo que resulta inobjetable es la elevada y 
estable informalidad observada en el largo plazo.
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Aunque en 2015 la TIL disminuyó en 2 puntos porcentuales respecto de 
2012, es aún prematuro señalar un cambio de tendencia en las variables 
de informalidad laboral. Esta disminución puede ubicarse entre el rango 

Gráfica 2. Tasas de informalidad y de trabajadores cotizantes en el  
IMSS e ISSSTE, 2000-2015. (Tasas porcentuales)

Nota 1. La Tasa de Ocupados en el Sector Informal (TOSI1) representa a la población que 
trabaja para una unidad económica que opera a partir de los recursos del hogar, pero sin 
constituirse como empresa, de modo que la actividad no tiene una situación identificable 
e independiente de ese hogar.

Nota 2. La Tasa de Informalidad Laboral (TIL1) incluye a la población que labora en el 
sector informal y, además, a la población que labora en otras modalidades similares, como 
los ocupados por cuenta propia en la agricultura de subsistencia, así como a trabajadores 
que laboran sin la protección de la seguridad social y cuyos servicios son utilizados por 
unidades económicas registradas.

Nota 3. Los datos de 2000 a 2004 provienen de la Encuesta Nacional de Empleo (ENE). 
La edad de trabajar se considera a partir de los 14 años.

Nota 4. Los datos de 2005 a 2015 provienen de la Encuesta Nacional de Ocupación y 
Empleo (ENOE). La edad de trabajar se considera a partir de los 15 años.   

Nota 5. Los datos sobre los trabajadores cotizantes en el IMSS corresponden a los  
stocks acumulados hasta el mes diciembre de cada año.

Fuente: Elaboración propia con datos del BIE, la ENE y la ENOE del Inegi, de los anua-
rios estadísticos del ISSSTE y de los cubos dinámicos del IMSS.
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de variaciones estándar del indicador y significar el retorno a los niveles de 
informalidad registrados antes de la crisis de 2009, pues de 2005 a 2007 
la TIL ya se había reducido también en 2 puntos porcentuales. Asimismo, 
si la reducción de la informalidad laboral reciente se ha traducido en el 
crecimiento de empleo formal, es posible que sea a partir de la creación de 
puestos de trabajo temporal, pues el repunte de los trabajadores cotizan-
tes a la seguridad social se explica fundamentalmente por el aumento en 
la contratación de trabajadores eventuales (ver gráficas 2 y 10).

La tasa de trabajadores inscritos en las principales instituciones de segu-
ridad social (IMSS e ISSSTE) demuestra que el empleo formal representa 
alrededor de 40.0% de la población ocupada y su ritmo de crecimiento ha 
sido de 2.3% en promedio anual entre 2000 y 2015. Durante estos años, 
tanto las tasas de empleo formal como las de informalidad han registra-
do un comportamiento relativamente estable, lo que hace suponer que 
existen factores estructurales de la economía mexicana que mantienen 
sus niveles sin variaciones importantes. Entre estos factores, se puede 
señalar el desempeño económico, la productividad y la competitividad.

El déficit en la creación de empleo se explica fundamentalmente por el 
bajo nivel de crecimiento de la economía mexicana, que entre los años 
2000 y 2015 registró una tasa real de crecimiento promedio del Producto 
Interno Bruto (PIB) de 2.3%. Este bajo ritmo de crecimiento ha implica-
do una capacidad reducida para incrementar la demanda de trabajo del 
sector productivo, que se ha convertido en la principal limitación para el 
aumento del empleo formal.

La debilidad de la economía mexicana está asociada a las condiciones 
de productividad y competitividad4 del sistema productivo. Según el 
Gobierno federal, las deficiencias en el mercado laboral restan compe-
titividad a las empresas del país con respecto de otras economías en 
desarrollo. El Informe anual de competitividad global del Foro Econó-
mico Mundial analiza la competitividad económica de 144 países con un 
Índice de Competitividad Global (ICG) conformado por 12 pilares, entre 
ellos el que mide la Eficiencia del Mercado Laboral (EML). En este infor-
me, México pasó del lugar 52 en 2007-2008, al lugar 58 en 2011-2012, y 
al 57 en 2015-2016 en el ICG y en el pilar de EML pasó del lugar 92 en 
2007-2008, al lugar 114 en 2011-2012 y se mantuvo en el mismo sitio en 
2015-2016 (FEM, 2008, 2012 y 2015).

4	 El Foro Económico Mundial define competitividad como el conjunto de instituciones, políticas y 
factores que determinan el nivel de productividad de un país.
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1.2 Segmentación laboral

Las condiciones económicas del país y la dinámica de la ocupación ob-
servadas durante las últimas décadas en México han facilitado el creci-
miento de las actividades informales que fortalecen la segmentación del 
mercado de trabajo. Como se observa en el esquema 1, de los 50.7 mi-
llones de personas ocupadas en 2015, 94.5% (48.0 millones de personas 
ocupadas) obtiene ingresos y salarios.

El personal ocupado con remuneraciones está segmentado conforme al 
tipo de empleo que desempeña (asalariados, trabajadores por cuenta 
propia y empleadores) y a su pertenencia al sistema de seguridad social. 
Con base en estos dos criterios, se tiene que sólo 18.3 millones de tra-
bajadores son asalariados formales, lo que equivale a 38.2% del personal 
ocupado remunerado.

Esquema 1. Composición del mercado de trabajo en México

Fuente: Elaboración propia con datos de 2015 de la ENOE, Inegi.
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Asimismo, se registra un conjunto de asalariados informales (no inscri-
tos en la seguridad social) que alcanza los 16.0 millones de trabajadores 
(33.4% respecto del personal ocupado remunerado). Este segmento de 
empleo es una expresión de las anomalías en la regulación laboral y en la 
aplicación de la ley, pues está constituido por trabajadores que dependen 
de patrones que no cumplen con la normatividad de la seguridad social 
y que sostienen relaciones laborales irregulares con los subordinados.

Por otra parte, se tiene a los trabajadores por cuenta propia, que repre-
sentan 23.9% (11.4 millones de personas) del personal ocupado remu-
nerado. Al no contar con seguridad social, son autoempleados que se 
consideran informales dedicados a actividades predominantemente de 
subsistencia y de baja productividad. Si a este segmento de ocupación 
se suma el grupo de asalariados informales, se advierte que 57.3% del 
mercado de trabajo se encuentra en la informalidad.5

La segmentación observada en el mercado de trabajo de México supone 
la existencia de barreras a la movilidad de los trabajadores que difi-
cultan o impiden el acceso a puestos de trabajo formal. Estas barreras 
están relacionadas con las diferencias salariales entre los trabajadores 
formales y los trabajadores asalariados informales y por cuenta propia 
(ver gráfica 4).  La reducción de estas barreras representa un reto de la 
política laboral para facilitar el ingreso de un número mayor de personas 
al sistema de seguridad social.

1.3 Persistencia del bajo nivel salarial

El mercado de trabajo en México se ha caracterizado, desde hace ya 
varias décadas, por tener bajos salarios, cuyo principal referente es el 
nivel del salario mínimo. Desde los años 70 del siglo xx se ha registrado 
una fuerte tendencia decreciente del salario mínimo real (ver gráfica 3). 
Aunque esta remuneración había mostrado un crecimiento importante 
hasta 1976, entre 1977 y  el año 2000 la tasa de crecimiento media anual 
(tcma) del salario mínimo real del país fue de –5.4%.

5	 Esta cifra se acerca más a la TIL1 que a la TOSI1 (medidas de informalidad elaboradas por el Inegi, 
ver gráfica 2).
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En este largo periodo de declive (1977-2000), se distinguen dos fases. 
Entre 1977 y 1987 (TCMA= –8.8%), el descenso del salario mínimo fue 
más drástico que el observado entre 1988 y 2000 (TCMA= –3.8%). Esta 
diferencia se explica por las medidas de control de precios, salarios y 
tipo de cambio instrumentadas por medio de los pactos económicos pro-
movidos por el Gobierno federal a mediados de los años 80.

Gráfica 3. Evolución del salario mínimo real, 1970-2014. 
(Pesos constantes de 2010) 

Nota 1. Para los años en que existieron diferentes fijaciones de salario mínimo se usa el 
promedio de éstos. 

Nota 2. Se usa el deflactor a diciembre de cada año. 

Nota 3. La línea de bienestar mínimo equivale al valor de la canasta alimentaria por 
persona al mes y la línea de bienestar equivale al valor total de la canasta alimentaria 
y de la canasta no alimentaria por persona al mes. La comparación de las variables se 
realiza teniendo en cuenta que las líneas de bienestar están calculadas por persona. Sin 
embargo, si las estimaciones se realizan por hogar las limitaciones para satisfacer las 
necesidades básicas serán mayores entre más miembros del hogar dependan del salario 
mínimo de un trabajador.

Fuente: Elaboración propia con datos de la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos 
(Conasami) y de la Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(Coneval) (canastas básicas para todos los años en el mes de diciembre).
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Las caídas pronunciadas del salario mínimo en 1977 y 1987 coinci-
den con fuertes devaluaciones del tipo de cambio real (1977=26.9%, 
1986=52.3% y 1987=12.7%),6 lo que explica, junto con el fuerte pro-
ceso inflacionario que se había gestado en esos años, el entorno adverso 
que afectaba al nivel salarial.

A partir del año 2000 se logra frenar la caída del salario mínimo y se inicia 
una fase de estancamiento, en la que su valor es actualizado anualmente 
conforme a las variaciones de la inflación. Desde ese año se observa una 
mayor estabilidad en las variables de precios y tipo de cambio real, que 
evidencia la modificación del entorno de hiperinflación, vulnerabilidad 
del tipo de cambio y alta incertidumbre en los mercados, circunstancias 
que motivaron la instrumentación de estrategias de control de precios y 
salarios a finales de los años 80 y principios de los 90.

Por ello, los estrictos controles del salario mínimo pueden haber perdido 
vigencia en un contexto de estabilidad macroeconómica como el actual, en 
el que las tasas de inflación revelan un fuerte control mediante la política 
monetaria, el tipo de cambio se ha mantenido flexible y en bandas de flo-
tación que evitan la volatilidad observada en décadas pasadas y los salarios 
no han dado muestra de variaciones que pongan en riesgo los costos de 
la actividad productiva.7 De hecho, los salarios promedio se han reducido 
desde la crisis de 2009 (ver gráficas 4, 6, 7 y 8). 

La persistencia del bajo nivel de salario mínimo podría estar reflejando 
un fenómeno de histéresis. Es decir, que las causas que propiciaron el 
control de los salarios mínimos han desaparecido o se han modificado 
respecto del entorno que les dio origen, pero el fenómeno se conserva.

La persistencia de un nivel bajo de salarios mínimos en la economía del 
país, como la registrada en las últimas décadas, se traduce en una capa-
cidad reducida en el gasto de los hogares, que a escala macroeconómica 
conduce a la contracción de la demanda agregada y al debilitamiento del 
mercado interno como motor de la actividad económica. Asimismo, esta 

6	 Un análisis más profundo de la relación entre la devaluación del tipo de cambio real y la caída del 
salario mínimo puede consultarse en el reporte de investigación “Debate en curso sobre el salario 
mínimo en México” del Instituto Belisario Domínguez.

7	 En el informe trimestral de abril-junio de 2014 del Banco de México, se señala que los costos labo-
rales en el trimestre estudiado no generaron presiones inflacionarias. Esto es parte del constante 
monitoreo de la relación salarios-inflación por parte de la institución. Ver Banxico (2014).
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persistencia favorece las condiciones de pobreza y desigualdad del ingre-
so y genera distintos desequilibrios en el mercado de trabajo.

Sociedad de bajos salarios

La persistencia del bajo nivel del salario mínimo se convierte en un fac-
tor que debilita los niveles de ingreso de las familias y refuerza la eleva-
da vulnerabilidad social. En particular, se pueden advertir los siguientes 
efectos:

•	 Se pierde el poder adquisitivo de los trabajadores con salario míni-
mo, pero también de los segmentos laborales de bajos ingresos cuya 
remuneración (aunque superior al salario mínimo) está influida por 
la fijación legal del salario mínimo. Con ello se limita la capacidad 
para satisfacer las condiciones básicas de consumo y bienestar.

•	 Se vulnera la capacidad económica y patrimonial de los trabajadores 
con salario mínimo (y de bajos salarios), lo que facilita su inserción 
en condiciones de pobreza.8 En la gráfica 3 se aprecia cómo el nivel 
del salario mínimo por trabajador se ubica por debajo de la línea 
de bienestar por persona definida por el Consejo Nacional de Eva-
luación (Coneval),9 aunque se encuentra por encima de la línea de 
bienestar mínimo de una persona.10

•	 Se pierde la capacidad del salario mínimo como instrumento de po-
lítica de desarrollo social y de redistribución del ingreso, con el que 
se garanticen recursos suficientes para la subsistencia de la pobla-
ción en condiciones de vulnerabilidad y se reduzca la desigualdad.

•	 Se incrementa la desigualdad del ingreso y se acentúa la desigualdad 
social, por lo que se configura una sociedad en la que predominan 

8	 Un posible efecto del aumento en el ingreso de algunos trabajadores (que podrían superar la línea 
de bienestar) es su potencial salida de los programas sociales (CBO, 2014). Lo anterior sería un 
efecto adicional del aumento de los salarios cuyos impactos, tanto en el ingreso de las familias 
como en el gasto de gobierno en los programas sociales, valdría la pena considerar.

9	 La comparación de la gráfica 3 se realiza teniendo en cuenta que las líneas de bienestar están 
calculadas por persona. Sin embargo, si las estimaciones se realizan por hogar, las limitaciones 
para satisfacer las necesidades básicas serán mayores entre más miembros del hogar dependan 
del salario mínimo del trabajador.

10	 La línea de bienestar mínimo equivale al valor de la canasta alimentaria por persona al mes y la 
línea de bienestar equivale al valor total de la canasta alimentaria y de la canasta no alimentaria 
por persona al mes.
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los estratos de bajos ingresos que enfrentan consecuencias directas 
en sus niveles de salud, alimentación, educación, cultura, etcétera.

•	 Se vulneran las fuentes de financiamiento del sistema de seguridad 
social, al mantener bajas las cuotas y contribuciones provenientes 
del salario mínimo. El promedio diario del salario base de cotización 
al IMSS refleja lo anterior, en el periodo 2005-2015 fue de 240.4 
pesos en términos reales, mientras que el salario promedio diario 
en industrias como la extractiva y de la electricidad en el mismo 
periodo fue de 321.85 pesos.11

Mercado de trabajo

Las relaciones y efectos que tiene el salario mínimo en el mercado de tra-
bajo han sido ampliamente estudiados por la literatura económica (Mc-
Connell et al., 2003; Meixide, 1988; Recio, 1997). Entre los principales 
efectos que genera la persistencia de un bajo nivel del salario mínimo, 
destacan los siguientes:

•	 Se produce un efecto de contención en el crecimiento de los sala-
rios contractuales o de mercado (superiores al salario mínimo) que 
no se fijan directamente por la determinación legal e institucional 
del salario mínimo, sino por un conjunto de factores relacionados 
con las características de los trabajadores (educación, experiencia, 
edad, etcétera), con los tipos del puesto de trabajo (cargo, respon-
sabilidad, requerimientos técnicos, exposición al riesgo, etcétera), 
con las características de los mercados y empresas (tamaño de 
empresa, actividad productiva, intensidad de capital, uso de tec-
nología, concentración y competencia de los mercados, etcétera), y 
otros determinantes salariales, como los institucionales (sindicatos, 
regulaciones del mercado, sistema de seguridad social, etcétera).

•	 Se deterioran las condiciones económicas de los trabajadores con 
salario mínimo (y de bajos salarios), lo que obliga a la búsqueda de 
segundas ocupaciones o su desplazamiento a actividades informales 
de subsistencia. Por lo que la persistencia de los bajos salarios míni-
mos se convierte en un factor que induce incrementos en los niveles 
de informalidad laboral (ver esquema 2).

11	 El cálculo se realizó con datos del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y de la Encuesta 
Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE).
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•	 Se favorece una alta densidad de puestos de trabajo con bajos salarios 
que conduce a la precarización del mercado de trabajo. Esta alta den-
sidad debilita, en particular, las relaciones laborales en el mercado de 
trabajo formal, pues se vuelven más irregulares e inestables.

•	 Se incrementa la demanda de trabajo de bajos salarios, lo que impli-
ca la contratación de personal con menores niveles de calificación, 
experiencia y productividad. Asimismo, se pierden incentivos para 
la incorporación y retención en el mercado laboral de trabajadores 
de mayor calificación, experiencia y productividad. Estas condicio-
nes impiden la asignación eficiente del empleo en los mercados.

•	 Se fortalece el desarrollo de actividades productivas basadas en tra-
bajadores de bajo capital humano que limitan la inversión en maqui-
naria y tecnología, con consecuencias negativas en la productividad 
y rentabilidad de las empresas.

•	 Se registra una mayor movilidad laboral en los empleos de salario 
mínimo, derivada de entradas y salidas más rápidas del mercado 

Esquema 2. Efectos en el mercado de trabajo del bajo nivel de salario mínimo

Fuente: Elaboración propia.

+

MERCADO DE TRABAJO
(sin salarios de eficiencia y 

retención en el empleo)

Entrada de
trabajadores
con menor

calificación,
experiencia y 
productividad

Se fomenta el desarrollo de actividades productivas con
trabajadores de bajo capital humano que limitan la inversión y

afectan la productividad y rentabilidad de las empresas

Mayor rotación de personal

Búsqueda de segundas ocupaciones,
subempleo o desplazamiento a

actividades informales o de subsistencia

Salida de
trabajadores

con mayor
calificación,

experiencia y
productividad



Diagnóstico: Condiciones del mercado de trabajo que enfrenta la reforma

29

de trabajo, lo que supone estancias laborales cortas que afectan la 
dinámica de la producción. Esta situación limita la implementación 
de estrategias de adiestramiento y capacitación laborales, lo que 
induce una pérdida relativa en los niveles de productividad y com-
petitividad de las empresas e incrementa los costos de contratación 
y selección de personal.

De acuerdo con la teoría de los salarios de eficiencia (Shapiro y Stiglitz, 
1984), para evitar los efectos negativos sobre la productividad y rentabi-
lidad de los negocios, las empresas con buena posición en los mercados 
están dispuestas a ofrecer remuneraciones mayores que el mínimo para 
retener a los trabajadores más calificados. Es decir, en los mercados se 
encuentran mecanismos para elevar los salarios y mantener, con ello, los 
niveles de productividad. En ese sentido, una política de recuperación 
del salario mínimo, promovida por el Estado, podría también generar 
incentivos para elevar la productividad en los mercados.

Análisis del comportamiento de otros salarios

Las características deseables para el mercado laboral, que están en con-
cordancia con la agenda internacional en la materia, incluyen alcanzar 
el empleo pleno y productivo con condiciones de trabajo decente para 
todos. Las remuneraciones adecuadas por el trabajo realizado son un 
elemento esencial del trabajo decente, y en nuestro país, los salarios han 
presentado un deterioro sostenido en las últimas tres décadas, sin que 
los mercados hayan facilitado su recuperación, ni se hayan implementa-
do intervenciones oportunas para revertir este proceso. La caída de las 
remuneraciones en los años más recientes ha supuesto el descenso de la 
participación de los salarios en el ingreso nacional (Moreno-Brid, et al., 
2016; OIT, 2014b; Ros, 2015; Samaniego, 2014). 

De acuerdo con la literatura (Bortz y Águila, 2006; Samaniego, 2014; 
Ros, 2015), la crisis de la década de los ochenta impactó de manera im-
portante el mercado de trabajo sin que se lograran los anteriores niveles 
de desempeño. Según los estudios citados, en estos años se produjo un 
deterioro acelerado de los salarios reales; los salarios medio y mínimo 
perdieron casi la mitad de su poder adquisitivo entre 1980 y 1988. En los 
años noventa, se llevaron a cabo importantes cambios estructurales con 
la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio para América del Nor-
te (TLCAN). A pesar de que se observaron algunas mejoras en el salario 
medio al inicio de la década, con la crisis de 1995 éstos volvieron a caer 
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y se dio una pérdida considerable de puestos de trabajo. Posteriormente, 
en los primeros 10 años del siglo XXI, se mantuvo un bajo nivel de crea-
ción de empleo formal con la desaceleración de la actividad del sector 
manufacturero y la crisis de 2009, que provocó una pérdida de empleos 
aún más pronunciada en este sector. 

El contraste empírico de los salarios reales de los trabajadores en Mé-
xico en años recientes, permite notar una constante desaceleración en 
su crecimiento, tendencia que ha sido ampliamente señalada en la lite-
ratura internacional (OIT, 2013; 2014). El análisis del ingreso promedio 
mensual de las personas ocupadas por posición en la ocupación revela 
que los empleadores son el grupo ocupacional con mayores ingresos, 
mientras que los trabajadores por cuenta propia junto con los informales 
presentan el peor desempeño. Cabe destacar que los ingresos obtenidos 
por los empleadores no son salarios sino remuneraciones al capital, por 
lo que no son directamente comparables con los otros grupos de asala-
riados cuyos ingresos representan remuneraciones al trabajo. En el caso 
de los trabajadores por cuenta propia, sus ingresos representan tanto 
remuneraciones al trabajo como al capital, dado que cuentan con sus 
propios insumos productivos. 

Los empleadores contaron con remuneraciones mensuales promedio de 
$9,653 en términos reales en el periodo 2005-2015. Sus ingresos mos-
traron un comportamiento decreciente en el periodo 2005-2015, con 
una tasa de crecimiento medio anual (TCMA) de -3.2%. La desacelera-
ción más pronunciada de las remuneraciones se observa en el periodo 
2005-2010 (TCMA de -0.05%), con un comportamiento más estable en 
el periodo 2011-2015 (TCMA de -0.01%), lo que sugiere el importante 
impacto de la crisis económica de 2009 en los ingresos de este grupo. 

Los trabajadores formales, tuvieron un ingreso mensual promedio de 
$6,695 en el periodo 2005-2015. Las remuneraciones mensuales pro-
medio de los trabajadores formales han tenido un comportamiento 
estable aunque también decreciente en los años estudiados (TCMA= 
-1.0%). Que no se observen efectos pronunciados de la crisis econó-
mica en los ingresos de estos trabajadores, indica que su condición de 
formalidad es relevante para reducir su vulnerabilidad ante choques 
externos. A pesar de lo anterior, se presenta una caída sostenida en el 
tiempo de los salarios del sector formal, que se asocia con la tendencia 
a la precarización de los empleos formales que se ha documentado en 
la literatura internacional (OIT, 2013; 2014) y con prácticas como la 
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contratación de trabajadores con jornadas de trabajo incompletas o de 
empleo parcial. Aunque la tendencia a la baja de los salarios del sector 
formal se ha documentado para diferentes países, el salario medio si-
gue siendo considerablemente más bajo para las economías emergen-
tes que para las economías desarrolladas, aunque esta disparidad se ha 
ido reduciendo lentamente (OIT, 2014b). 

En cuanto a los trabajadores informales y por cuenta propia, éstos tuvie-
ron ingresos inferiores y cercanos entre ambos grupos $3,513 y $3,578 
respectivamente (ver gráfica 4). Sus ingresos mensuales promedio tam-
bién mostraron un comportamiento decreciente en el periodo, con TCMA 
de -0.9% para el primer grupo y -1.6% para el segundo. La caída en los 
salarios de estos trabajadores, que se encuentran en la parte más baja de 
la distribución de ingresos, resulta preocupante puesto que no cuentan 
con elementos asociados al trabajo decente, como la protección social 
y la garantía de otros derechos laborales, que señalan los organismos 
internacionales. Las políticas públicas implementadas hasta el momento 
no parecen haber logrado avances sustanciales en la protección de los 
ingresos de los trabajadores informales y por cuenta propia. 

Las brechas salariales entre los trabajadores informales y por cuenta pro-
pia frente a los trabajadores formales así como las de éstos frente a los 
empleadores permiten argumentar que el mercado de trabajo mexicano 
está segmentado. Los únicos grupos que presentan características de 
competencia son el de trabajadores informales frente a los trabajadores 
por cuenta propia, sin embargo, parece complejo que los trabajadores de 
estos dos grupos alcancen los ingresos que tiene un trabajador formal y 
que éste a su vez consiga los ingresos equivalentes a los de un empleador. 



Reforma Laboral

32

La ocupación en distintas ramas de la actividad económica resulta rele-
vante para explicar el nivel salarial de los trabajadores (ver gráfica 5).  En 
el periodo 2005-2015 las personas ocupadas en la industria extractiva y 
de la electricidad fueron las que tuvieron los mayores ingresos, $9,655 en 
promedio, seguidos por los trabajadores de gobierno y organismos inter-
nacionales, con $7,493. Por otra parte, los trabajadores del sector prima-
rio (que realizan actividades relacionadas con la agricultura, ganadería, 
silvicultura, caza y pesca) tuvieron el peor nivel de remuneración $2,810, 
seguidos por los trabajadores de establecimientos que prestan servicios 
diversos $3,411 y por aquellos empleados en restaurantes y servicios de 
alojamiento $4,087. Los empleados de la industria manufacturera y de la 
construcción se encuentran en la parte media de la distribución, con sala-
rios reales promedio de $5,018 y $5,020 respectivamente. 

Gráfica 4. Ingreso promedio mensual de las personas ocupadas  
por posición en la ocupación, 2005-2015. 

(Pesos constantes de 2010)

Nota 1. Se consideran únicamente los registros de quienes reportaron tener ingresos 
mayores a cero.
Nota 2. Se usa el deflactor para septiembre de cada año, teniendo como base (diciembre 
2010=100).
Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 
(ENOE), 2015-III.
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La industria extractiva y de la electricidad presentó el comportamiento 
más variable en los niveles salariales, probablemente por ser una activi-
dad ligada a los precios internacionales de las materias primas. En ra-
mas como la de los servicios profesionales, financieros y corporativos así 
como en los transportes, comunicaciones, correo y almacenamiento se 
nota un claro impacto de la crisis de 2009. 

Las cifras sobre los ingresos según el tamaño de unidad económica mues-
tran que los trabajadores ocupados en grandes establecimientos tienen 
los mayores ingresos en toda la distribución, y que éstos disminuyen pau-
latinamente conforme disminuye el tamaño de la unidad (ver gráfica 6). 
Para el periodo 2005-2015 los ingresos promedio en términos reales de 
los subordinados en unidades económicas de 51 y más personas fueron 

Gráfica 5. Ingreso promedio mensual de las personas ocupadas  
por rama de actividad, 2005-2015.  

(Pesos constantes de 2010)
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Nota 1. Se consideran únicamente los registros de quienes reportaron tener ingresos 
mayores a cero.

Nota 2. Se usa el deflactor para septiembre de cada año, teniendo como base (diciembre 
2010=100).

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 
(ENOE), 2015-III.
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de $7,042, mientras que en unidades de 16 a 50 personas se tuvieron 
ingresos de $5,910, en las de 11 a 15 trabajadores fueron de $5,355, en 
las de 6 a 10 personas de $4,658 y en las de 1 a 5 personas de $3,316. 

En las unidades económicas de todos los tamaños, el ingreso promedio 
mensual de los trabajadores tuvo un comportamiento decreciente en el 
periodo 2005-2015. En las empresas de 51 y más personas no se obser-
van efectos de la crisis de 2009, mientras que, a menor tamaño de la 
unidad económica la vulnerabilidad ante choques externos aumenta. 

Gráfica 6. Ingreso promedio mensual de las personas ocupadas  
por tamaño de unidad económica, 2005-2015.  

(Pesos constantes de 2010)

Nota 1. Se consideran únicamente los registros de quienes reportaron tener ingresos 
mayores a cero

Nota 2. Se usa el deflactor para septiembre de cada año, teniendo como base (diciembre 
2010=100)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 
(ENOE), 2015-III.
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Si se considera el nivel educativo de los trabajadores, se observa que los 
salarios tuvieron un comportamiento decreciente en el periodo 2005-2015 
para todos los niveles de formación, y que los trabajadores con mejores 
ingresos son aquellos que tienen mayor nivel educativo (ver gráfica 7). En 
el periodo 2005-2015 los ingresos promedio de los trabajadores con nivel 
medio superior y superior fueron de $7,673, los de aquellos con secunda-
ria completa fueron de $4,514, los de quienes contaron con primaria com-
pleta, de $3,782 y los de aquellos con primaria incompleta de $3,166. Esta 
tendencia es constante en toda América Latina, donde los trabajadores no 
calificados tienen los mayores índices de pobreza y los trabajadores más 
educados tienen mejores resultados (BM, 2015). 

El comportamiento decreciente de los salarios fue más acelerado para 
los trabajadores con mayores niveles educativos. Los salarios de aquellos 
con nivel educativo medio superior y superior bajaron con una TCMA de 
-2.3%, los de quienes cuentan con secundaria completa disminuyeron 
con una TCMA de -1.5%, los salarios de los trabajadores con primaria 
completa cayeron con una TCMA de -0.9% y los de aquellos con primaria 
incompleta bajaron con una TCMA de -0.7%. Este comportamiento se ha 
documentado en la literatura (OIT, 2013; 2014), donde se hace énfasis 
en la particular precarización de puestos de trabajo para las ramas que 
emplean personal más calificado y que normalmente ofrecen mejores 
salarios (por ejemplo en los servicios financieros y las comunicaciones). 
Se ha señalado también la progresiva sustitución de empleos de niveles 
medios y altos por trabajos con baja remuneración.
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El análisis por grupos de edad muestra que los jóvenes de 15 a 24 años 
junto con los adultos mayores de 66 años o más cuentan con los ingre-
sos más bajos, de $3,628 y $3,967, respectivamente en promedio para 
el periodo 2005-2015. El grupo con los ingresos más elevados es el de 
quienes se encuentran entre los 35 y 50 años de edad, con ingresos 
promedio de $5,951 en el periodo, seguidos por el grupo de entre 25 y 
34 años de edad, con ingresos promedio de $5,319 y el de 51 a 65 años, 
con $5,660 (ver gráfica 8). La introducción de políticas para remediar 
la situación de los ingresos bajos entre los jóvenes sería relevante para 
revertir la situación de desventaja que vive este grupo poblacional, que 

Gráfica 7. Ingreso promedio mensual de las personas ocupadas  
por nivel de instrucción, 2005-2015. 

(Pesos constantes de 2010)
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2010=100)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 
(ENOE), 2015-III.
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es particularmente vulnerable ante ciertos fallos de mercado (Alaimo 
et al., 2015; OCDE, 2012; OIT, 2014).

El deterioro de los salarios en términos reales para las personas de todos 
los grupos de edad, niveles de instrucción y posiciones ocupacionales, 
revela  una tendencia contraria a la deseable de acuerdo con lo estable-
cido por la noción de trabajo decente. En nuestro país los salarios no 
han estado en concordancia con el desempeño de mercado, los salarios 
mínimos, los del sector manufacturero y los salarios promedio de cotiza-

Gráfica 8. Ingreso promedio mensual de las personas ocupadas  
por grupos de edad, 2005-2015. 

(Pesos constantes de 2010)

Nota 1. Se consideran únicamente los registros de quienes reportaron tener ingresos 
mayores a cero

Nota 2. Se usa el deflactor para septiembre de cada año, teniendo como base (diciembre 
2010=100)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 
(ENOE), 2015-III.
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ción en el IMSS, han estado por debajo de la productividad del trabajo al 
menos desde 1995.12

Las políticas públicas existentes, incluyendo las intervenciones asocia-
das a la Reforma Laboral  de 2012, parecen no ser suficientes para aten-
der distintas anomalías relacionadas con los salarios. 

El mercado laboral mexicano presenta características de vulnerabili-
dad ante las crisis económicas, que han afectado los niveles salariales 
en distintos momentos de la historia, concretamente la crisis financiera 
internacional de 2009 en los años más recientes. Al parecer, los empleos 
creados no cuentan con la suficiente protección para enfrentar los cho-
ques externos y el mercado tampoco está logrando ajustarse de manera 
adecuada ante los mismos, lo que sugiere la pertinencia de introducir 
políticas de carácter contra-cíclico. Las políticas actuales, tampoco pa-
recen resolver de manera adecuada las anomalías existentes respecto a 
ciertos grupos particularmente vulnerables en el mercado laboral, como 
los jóvenes o los trabajadores informales. Problemas como el deterioro 
constante de los salarios, la persistencia de los ingresos bajos en gran-
des sectores de la población y la amplia desigualdad salarial requerirían 
intervenciones de política puntuales para contribuir con la mejora de las 
condiciones del mercado laboral. 

Ante esta problemática, en la literatura especializada (Cabral, 2015; 
Campos, 2014; Fairris et al., 2008; Kaplan y Novaro, 2006; Krozer et 
al., 2015; Marinakis y Velásquez, 2010; Moreno-Brid et al., 2014; 2016; 
OIT, 2014b), se recomiendan instrumentos de política puntuales para 
corregir anomalías en el mercado de trabajo, entre ellos destacan el for-
talecimiento de la negociación colectiva como medida para disminuir la 
desigualdad salarial, la utilización del salario mínimo como política acti-
va, el diseño de políticas tributarias y salariales progresivas y medidas 
de formalización de empresas y trabajadores para ampliar la base tribu-
taria y la protección social. A pesar de que la Reforma Laboral de 2012 
consideró algunos de estos elementos para mejorar las condiciones del 
mercado de trabajo, por ejemplo mediante las regulaciones asociadas a 
la negociación colectiva, destaca la ausencia de modificaciones legislati-
vas en materia salarial.

12	 Ver gráfica “Productividad del trabajo, salario mínimo real, salario medio real manufacturero y 
salario real promedio de cotización 1972-2010” en, Política de recuperación del salario  mínimo en 
México y el Distrito Federal (GDF, 2014 p. 44).
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Diseño e implicaciones de la  
Reforma Laboral de 2012

2.1 Principales objetivos y medidas 

La Reforma Laboral aprobada por el Poder Legislativo en noviembre de 
2012 contiene un conjunto de medidas de política pública que preten-
den modernizar el marco normativo para mejorar el funcionamiento del 
mercado de trabajo y las condiciones de crecimiento económico del país. 
Los principales objetivos establecidos en la reforma fueron promover 
la generación de empleo, reducir la informalidad laboral, brindar ma-
yor certeza jurídica a los sectores productivos, elevar la productividad y 
fortalecer el entorno de transparencia y rendición de cuentas entre los 
distintos agentes del ámbito laboral (ver esquema 3).
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Estos objetivos generaron altas expectativas entre los distintos agentes 
económicos y sociales que valdría la pena ajustar, pues para alcanzarlos 
se requieren condiciones que rebasan el ámbito de incidencia de la Re-
forma Laboral. Por ejemplo, la creación de empleo depende de factores 
predominantemente productivos que impulsen la demanda de trabajo 
como la inversión privada y pública, la competitividad, apertura y expan-
sión de las empresas, la dinámica de la demanda de los mercados exter-
nos e internos, etcétera. Por tanto, el resultado positivo de los cambios 
legales inducidos en el mercado de trabajo dependerá, por una parte, de 
la evolución favorable de la situación económica del país y, por otra, del 
diseño e instrumentación de las medidas establecidas por la reforma.

Aunque los objetivos generales de la reforma atienden asuntos relevan-
tes del mercado de trabajo en México, no se consideraron otros aspectos 
igualmente importantes para mejorar el funcionamiento del mercado la-
boral y fortalecer las condiciones de desarrollo económico. Por ejemplo, 
habría convenido plantear algún objetivo sobre la recuperación de los 
bajos salarios pues, como ya se señaló anteriormente, la persistencia del 
bajo nivel de los salarios en México se ha convertido en un factor que 

Esquema 3. Principales objetivos y medidas de la Reforma Laboral de 2012.

Fuente: Elaboración propia con base en el Decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo (Diario Oficial de la Fede-
ración 30 de noviembre de 2012).

Modificaciones a la LFT
(Artículos con cambios 222, adicionados 100 y derogados 37 =  359 )

ObjetivosObjetivos

Modificaciones a la LFT
(Artículos con cambios 222, adicionados 100 y derogados 37 = 359)

1. Incorporación de la definición de Trabajo decente (art. 2).
2. Régimen de subcontratación (art.15-A).
3. Contratos por temporada, periodos de prueba y capacitación 
    (art. 35, arts. 39-A al 39-F).
4. Fijación de un máximo de12 meses a los salarios vencidos, en caso de 
    litigio por recisión de contrato (art.48).
5. Especificaciones en torno al salario pagado por unidad de tiempo 
    (art. 83).
6. Creación de la Comisión Nacional de Productividad (arts.153-A al 
    153-V).
7. Regulación sobre los derechos de los trabajadores domésticos (art.
    333, art. 336).
8. Otras medidas: sanciones por contratar a menores (art. 22 Bis), 
    nuevas causas de recisión de contrato (art. 47), ampliación de derechos 
    de las madres trabajadoras (art. 170), mejora en las condiciones 
    laborales de los trabajadores del campo (arts. 279 al 283), entre otras.

1. Impulsar la creación de 
    empleo

2. Reducir la informalidad 
    laboral

3. Elevar la productividad 
    laboral

4. Brindar mayor certeza 
    jurídica

5. Promover la transparencia 
    y rendición de cuentas en 
    el ámbito sindical
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provoca deficiencias en el mercado de trabajo y debilita el mercado in-
terno como motor de crecimiento.

Si bien la mayor parte de los salarios se encuentra determinada por un 
extenso número de factores de mercado (McConnell et al., 2003; Meixi-
de, 1988; Recio, 1997), la intervención del Estado en el marco normativo 
del salario mínimo ayudaría a evitar su estancamiento reciente, mejorar 
el sistema de incentivos para elevar la productividad laboral y reducir la 
informalidad.13

Por otra parte, entre los objetivos de la Reforma Laboral  no se tiene 
en cuenta el fortalecimiento del sistema de seguridad social, de cuya 
inscripción depende el carácter formal de las relaciones de trabajo. Aun-
que las reformas al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en 1997 
y al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al 
Servicio del Estado (ISSSTE) en 2007 pretendieron solventar los des-
equilibrios financieros y ampliar la cobertura de beneficiarios (Scott, 
2005; BM, 2005), los resultados parciales de estas decisiones revelan la 
necesidad de crear nuevos mecanismos que fortalezcan el sistema y las 
condiciones de bienestar de los trabajadores.

En ese sentido, con la Reforma Hacendaria y Social impulsada por el Go-
bierno federal en 2013, se propusieron iniciativas para la creación de un 
seguro de desempleo y la pensión universal. Aunque estas iniciativas se 
encuentran aún en análisis y dictaminación en el Senado de la República, 
se reconoce la importancia de mejorar el sistema de seguridad social. Di-
versos estudios sobre seguridad social advierten que el esquema actual 
presenta deficiencias importantes relacionadas con la fragmentación 
institucional, la incapacidad para garantizar el ejercicio de los derechos 
sociales a toda la población, la reproducción de desigualdades sociales, 
desequilibrios en su esquema de financiamiento, entre otras.14 

Los esfuerzos legislativos previos, aunque también posteriores, a la Re-
forma Laboral de 2012 dan cuenta de la importancia de integrar el diseño 

13	 Otro aspecto que habría convenido regular con la Reforma Laboral  es la situación de los altos 
salarios del sector público para elevar la transparencia y rendición de cuentas en el ejercicio de los 
servidores públicos, evitar ineficiencias en el uso de los recursos públicos y ayudar en la reducción 
de la desigualdad salarial.

14	 Un diagnóstico amplio sobre la problemática de la seguridad social en México y la necesidad de 
reformarla pueden consultarse en el libro de Martínez, et al., (2015) Situación actual y reforma 
de la seguridad social en México publicado por el Instituto Belisario Domínguez. Disponible en: 
http://www.senado.gob.mx/ibd/content/publicaciones/varias/seguridad_social.pdf
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e instrumentación de las regulaciones laborales con medidas que inter-
vienen en ámbitos relacionados con la actividad productiva, la seguridad 
social y la hacienda pública. Por ejemplo, para cumplir con el objetivo de 
reducir la informalidad, es conveniente la articulación de la normatividad 
laboral con decisiones legislativas en materia fiscal y de seguridad social, 
entre otras. El Régimen de Incorporación Fiscal es un instrumento que 
ejemplifica una posible articulación.15 

La ausencia de objetivos y medidas para mejorar las condiciones salaria-
les y la seguridad social en la Reforma Laboral  de 2012 pone en riesgo 
el alcance de las decisiones legislativas para promover el desempeño del 
mercado de trabajo y el crecimiento económico.

Las principales medidas consideradas en la Reforma Laboral  se refieren 
al reconocimiento del régimen de subcontratación y su regulación para 
evitar relaciones informales de trabajo, la introducción de contratos por 
temporada,16 periodos a prueba y capacitación, que pretenden facilitar el 
ingreso de trabajadores al mercado laboral y la fijación de un máximo de 
12 meses en el pago de salarios vencidos en caso de litigio que supondría 
la reducción de costos por despido.

Otras medidas consideradas se refieren a la regulación sobre los dere-
chos de los trabajadores domésticos, las especificaciones en torno al sa-
lario pagado por unidad de tiempo y las nuevas causas de recisión de 
contrato. Asimismo, se encuentran algunas medidas que pretenden re-
gular las relaciones de trabajo, como el fortalecimiento de algunas obliga-
ciones patronales, la inclusión de nuevas causas de recisión de contrato, 
la especificación de sanciones en la contratación de menores de 14 años, 
entre otras.

De manera especial, llama la atención la reforma al artículo 2 de la LFT 
que introduce el concepto de trabajo decente, pues el reconocimiento de 
esta condición tiene implicaciones muy importantes en toda legislación 
laboral, en la operación de las instituciones de protección al trabajo y en el 
funcionamiento mismo de las relaciones laborales en los mercados.

15	 En este trabajo se ofrece una reflexión inicial sobre sus posibles alcances y limitaciones del Régi-
men, ya que contempla el acceso a la seguridad social (IMSS) para los trabajadores que decidan 
formalizar su situación laboral mediante este esquema fiscal, pero el proceso de incorporación a la 
seguridad social no es automático sino voluntario.

16	 Los contratos por temporada ya estaban considerados en la LFT antes de la reforma de 2012 bajo 
la figura de contratos por tiempo determinado.
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2.2 Definición del trabajo decente y su incorporación  
      en la legislación mexicana

El concepto de trabajo decente fue formulado en 1999 por la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT).  Se define como el “trabajo produc-
tivo en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, en el cual 
los derechos son protegidos y que cuenta con remuneración adecuada 
y protección social” (OIT, 1999). En la “Declaración de la OIT sobre la 
justicia social para una globalización equitativa” (OIT, 2008), se institu-
cionaliza el concepto de trabajo decente y se formulan las directrices de 
política para avanzar hacia su cumplimiento. En el mismo documento y 
en la literatura especializada (Espinoza, 2003; Ghai, 2003; Ruiz y Galhar-
di, 2013) se reconocen cuatro dimensiones del mismo:

1.	 Promoción del empleo: se refiere a la creación de un marco económi-
co e institucional donde las personas puedan trabajar de manera pro-
ductiva en aras de su realización personal y del bien común, donde 
existan perspectivas de empleo e ingreso para todos y donde la socie-
dad pueda conseguir sus objetivos de desarrollo económico y social. 

2.	 Protección social: indica la seguridad social y protección de los tra-
bajadores, incluye la necesidad de ampliar la seguridad social para 
todas las personas y la adaptación de su alcance y cobertura a la 
par de los cambios tecnológicos, sociales, demográficos y económi-
cos. Implica también contar con condiciones saludables y seguras 
en el trabajo y la garantía de una justa distribución de los frutos del 
progreso, lo que incorpora la necesidad de un salario mínimo para 
todos los que tengan empleo. 

3.	 Derechos en el trabajo: apunta la importancia de respetar, promo-
ver, y aplicar los principios y derechos fundamentales en el trabajo. 
Incorpora los derechos de negociación y libertad sindical e implica 
que la violación de los derechos fundamentales en el trabajo no pue-
de utilizarse como ventaja comparativa legítima. 

4.	 Diálogo social: denota la relevancia de fomentar la participación 
para la generación de acuerdos respecto a las políticas nacionales 
e internacionales que inciden en el empleo, además de facilitar la 
eficiencia de la legislación y las instituciones laborales en particular 
respecto al reconocimiento de la relación de trabajo, la promoción 
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de buenas relaciones laborales y el establecimiento de sistemas efi-
caces de inspección del trabajo. 

La incorporación del concepto de trabajo decente en la legislación mexi-
cana, en el artículo segundo de la LFT, incluye la siguiente definición: “se 
entiende por trabajo digno o decente aquel en el que se respeta plenamen-
te la dignidad humana del trabajador; no existe discriminación por origen 
étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condicio-
nes de salud, religión, condición migratoria, opiniones, preferencias se-
xuales o estado civil; se tiene acceso a la seguridad social y se percibe un 
salario remunerador; se recibe capacitación continua para el incremento 
de la productividad con beneficios compartidos, y se cuenta con condicio-
nes óptimas de seguridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo. El 
trabajo digno o decente también incluye el respeto irrestricto a los dere-
chos colectivos de los trabajadores, tales como la libertad de asociación, 
autonomía, el derecho de huelga y de contratación colectiva” (DOF, 2012). 

Si bien esta definición normativa tiene elementos que corresponden con 
las cuatro dimensiones señaladas por la OIT, su inclusión en la LFT tiene 
implicaciones jurídicas, de política pública y algunas relacionadas con la 
medición y seguimiento de los avances, que resulta pertinente atender para 
que su adhesión pueda traducirse de manera efectiva en mejoras en las 
condiciones de los trabajadores y en la dinámica del mercado de trabajo. 

Entre las necesidades a atender se encuentra por ejemplo, el de la remu-
neración adecuada, presente tanto en la definición de la OIT como en la 
legislación nacional mediante la figura del salario remunerador. A pesar 
de que en México se reconoce la importancia de establecer un salario 
mínimo, como ya se señaló anteriormente, éste ha registrado una fuerte 
tendencia decreciente en términos reales desde mediados de los años 
70 hasta la fecha (ver gráfica 3). Dicha situación tiene importantes efec-
tos económicos y sociales, como la pérdida de poder adquisitivo de los 
trabajadores con salario mínimo (cuyos ingresos se encuentran incluso 
por debajo de la línea de bienestar estipulada por el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política Social, CONEVAL), contribuye con la persisten-
cia de la desigualdad del ingreso y vulnera las fuentes de financiamiento 
del sistema de seguridad social al mantener bajas las cuotas y contribu-
ciones provenientes de estos trabajadores.17 

17	 El debate sobre las consecuencias negativas de la persistencia de los bajos niveles salariales se 
abordó en la sección 1.3 presentada con anterioridad.
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En consecuencia, una política de recuperación del salario mínimo, que 
facilite la restitución de la capacidad de ingreso de otros salarios que 
también han permanecido estancados, sería pertinente en la creación 
de condiciones favorables para la instrumentación del trabajo decente 
como disposición normativa. 

Por otro lado, en la propuesta de la OIT se incorpora la necesidad de am-
pliar la seguridad social para todas las personas, lo que implica que esta 
dimensión del concepto de trabajo decente es válida “tanto para los tra-
bajadores de la economía regular como para los trabajadores asalariados 
de la economía informal, los trabajadores autónomos y los que trabajan 
a domicilio” (Ghai, 2003 p. 125). Esta condición está lejos de cumplirse, 
ya que México carece de un sistema de seguridad social con cobertura 
universal y con prestaciones sociales integrales y equitativas (el sistema 
de seguridad social se encuentra altamente fragmentado y desarticulado 
tanto en el diseño como en la operación de las instituciones que impar-
ten los servicios públicos en este rubro, lo que refuerza situaciones de 
desigualdad y discriminación).18 

Al respecto sería relevante la realización de una reforma integral al es-
quema actual de protección social capaz de subsanar sus deficiencias 
relacionadas con la fragmentación institucional, la incapacidad de garan-
tizar los derechos sociales a toda la población, la contribución con la re-
producción de desigualdades sociales y los desequilibrios en su esquema 
de financiamiento. Es conveniente tener en cuenta que el sistema mexi-
cano de seguridad social suponía la continua incorporación de trabajado-
res, y sus familias a las instituciones públicas que proveen servicios de 
salud y prestaciones sociales, como resultado del crecimiento económico 
y la generación de empleo, lo que asumía una conexión favorable entre 
la dinámica del mercado de trabajo y el sistema de seguridad social;19 sin 
embargo esta conexión parece haberse agotado en las últimas décadas.

Asimismo, tanto en la definición de la OIT como en la que se incorpora 
en la LFT, se reconoce que el trabajo decente supone condiciones de 
equidad y no discriminación para los diferentes grupos de trabajado-
res, lo cual no se cumple para ciertos grupos vulnerables  en nuestro 
país, por ejemplo los jornaleros agrícolas o los trabajadores domésti-

18	 Se recomienda consultar Martínez, et al., 2015.

19	 En la obra “Situación actual y reforma de la seguridad social en México” publicada por el Instituto 
Belisario Domínguez del Senado de la República, se profundiza sobre la situación actual del siste-
ma mexicano de seguridad social y sobre su relación con el mercado de trabajo.
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cos. La situación de estos grupos implica la adopción de esfuerzos le-
gislativos y de política particulares para avanzar hacia las condiciones 
laborales deseadas. 

Entre los diferentes grupos vulnerables en situación de alta precariedad 
laboral se encuentra el caso de los trabajadores domésticos, cuyas condi-
ciones de trabajo no corresponden con los criterios del trabajo decente. 
Al respecto, en algunos estudios (Cebollada, 2016; IBD, 2015), se sos-
tiene que la manera como se incorpora el trabajo del hogar en las leyes 
mexicanas es incompleta e incluso discriminatoria respecto a los dere-
chos de otros trabajadores. El capítulo XIII de la Ley Federal del Tra-
bajo, que es particular para los trabajadores domésticos, se incorporan 
medidas especiales que están contrapuestas con artículos generales de 
la misma ley o con el texto constitucional. Mientras que en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos está reconocida la jornada 
laboral máxima de 8 horas  (y de 7 horas en el turno nocturno), para los 
trabajadores del hogar la LFT reconoce una jornada laboral de hasta 12 
horas de trabajo sin consideración del pago de horas extra, derivada de 
la modificación del artículo 333 de dicha ley en el marco de la reforma de 
2012. Asimismo, se establece la posibilidad de un pago en especie parti-
cularmente elevado (50%), que está por encima de lo recomendado por 
las instituciones internacionales como la OIT, además de ser una forma 
de remuneración que no se considera como tal para otros trabajadores y 
que corresponde, más bien, a una forma pre-capitalista de establecer las 
relaciones laborales.20 

Se ha señalado también (Cebollada, 2016; IBD, 2015) que las condiciones 
para la incorporación en el sistema de seguridad social representan otra 
desventaja para los trabajadores domésticos. La Ley del Seguro Social es-
tablece explícitamente en su artículo 13 que estos trabajadores podrán 
ser sujetos de aseguramiento al régimen obligatorio de manera volunta-
ria, por lo que el goce de prestaciones para ellos queda sujeto a la buena 
intención de sus patrones. Este grupo de trabajadores se encontraría 
en desventaja incluso al ser dado de alta en este esquema voluntario, 
puesto que se contempla su cobertura en riesgos de trabajo, enfermeda-

20	 Desde un punto de vista teórico, Recio (1997) señala que en las economías capitalistas modernas 
el papel del trabajo asalariado es central. Esta forma de trabajo se define como una actividad me-
diante la cual  la mayoría de la población obtiene sus medios de subsistencia del intercambio de su 
capacidad laboral por dinero. En este sentido, el pago en especie no corresponde con las caracte-
rísticas contemporáneas del mundo del trabajo, por lo que permitirlo en la legislación nacional, o 
ser recomendado por los organismos internacionales, enquista en el mercado laboral prácticas de 
remuneración que afectan el beneficio de los trabajadores.
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des, permiso de maternidad, retiro e invalidez, pero quedan excluidos de 
prestaciones como el ahorro para vivienda, especificación que también se 
deriva de la reforma de 2012 mediante la modificación del artículo 146 de 
la LFT. Esta problemática pone de manifiesto la importancia de crear un 
régimen especial dentro de la seguridad social para lograr la incorporación 
obligatoria y en términos de equidad para algunos grupos de trabajadores 
que se encuentran en situación de vulnerabilidad. 

Por ello, se advierte que la Reforma Laboral  no resolvió de fondo las incon-
sistencias presentes en la legislación mexicana respecto a los trabajadores 
domésticos. Además de las modificaciones a los artículos 333 y 146 de la 
LFT antes mencionadas, se modificó el artículo  336 que reconoce el de-
recho al descanso semanal de día y medio ininterrumpido, que podría ser 
insuficiente si se considera que las jornadas semanales podrían superar las 
40 horas si la duración de la jornada diaria excede las 8 horas de trabajo. 
Se estipuló también, en el artículo 998, que se multará al patrón que no 
facilite la asistencia a una escuela primaria al trabajador doméstico que 
carezca de instrucción, lo cual representa un avance en la protección de 
los derechos de estos trabajadores, pero no corrige por completo las irre-
gularidades en el reconocimiento de sus derechos laborales. 

Ante las anomalías presentes en la legislación mexicana para los traba-
jadores domésticos se ha recomendado (Cebollada, 2016; IBD, 2015), 
la ratificación del Convenio 189 de la OIT, por parte del Senado de la 
República, y la consecuente armonización legislativa. El convenio esti-
pula que “todo miembro deberá adoptar medidas a fin de asegurar que 
los trabajadores domésticos, como los demás trabajadores en general, 
disfruten de condiciones de empleo equitativas y condiciones de traba-
jo decente” (artículo 6), además de que se deberán adoptar medidas 
“a fin de asegurar que los trabajadores domésticos disfruten de condi-
ciones no menos favorables que las condiciones aplicables a los traba-
jadores en general con respecto a la protección de la seguridad social, 
inclusive en lo relativo a la maternidad” (artículo 14). 

En estricto sentido, el reto adquirido con el reconocimiento legal del tra-
bajo decente es transformar el derecho establecido como principio en la 
LFT en derecho ejercido en la práctica de las relaciones laborales. Con 
ello, el Estado ha adoptado el compromiso de diseñar e instrumentar los 
mecanismos pertinentes para que los trabajadores obtengan el benefi-
cio material de la disposición jurídica, que hasta el momento representa 
sólo un avance legal en la política pública de protección laboral. No es 
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un avance menor, es una disposición fundamental en la regulación del 
mercado de trabajo pero su verdadero impacto depende de las acciones 
que el Estado emprenda para hacer cumplir la ley.

2.3 Alcance de las medidas para reducir  
      la informalidad y elevar el empleo

Si bien los objetivos que se pretende lograr con la Reforma Laboral  son 
favorables para mejorar la economía nacional y el mercado de trabajo, las 
medidas que se establecieron para cumplirlos tienen un alcance limitado 
y, en algunos casos, resultan controversiales. Estas limitaciones en el 
diseño de las medidas dificultan el cumplimiento de las grandes expecta-
tivas que se le han atribuido a la reforma y, más bien, es posible que los 
efectos sean solo parciales.

Entre las principales medidas adoptadas por la Reforma Laboral  (que 
se observan en el esquema 3), destacan las destinadas a reducir la in-
formalidad y promover el empleo, como el régimen de subcontratación, 
la introducción de contratos temporales, a prueba y de capacitación y 
el límite en el pago de salarios vencidos que supone una reducción de 
costos por despido.

2.3.1 Régimen de subcontratación laboral

Para regular la actividad informal basada en las prácticas de subcontra-
tación, se reconoce ésta como una relación productiva en un régimen 
que se norma mediante el artículo 15 (fracciones de la A a la D) (LFT). 
Las relaciones de subcontratación se presentan cuando un patrón (o em-
presa), denominado contratista, ejecuta obras o presta servicios con sus 
trabajadores a favor de una empresa contratante, que fija y supervisa las 
tareas del contratista.

La norma indica que el trabajo subcontratado no deberá desarrollar el to-
tal de sus actividades en el centro de trabajo del contratante, deberá ser 
especializado y no podrá realizar tareas similares a las que realiza el resto 
de los trabajadores al servicio del contratante (ver esquema 4). Si no 
se cumplen estas tres condiciones, el contratante se considerará como 
el patrón de los trabajadores subcontratados y asumirá las obligaciones 
de ley, incluidas las de seguridad social. En ningún caso se permitirá la 
trasferencia de trabajadores de la empresa contratante a la contratista 
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para reducir derechos laborales. La relación de subcontratación debe-
rá establecerse por escrito y la empresa contratante deberá cerciorarse 
permanentemente, desde la celebración del contrato, de que el contra-
tista cumpla la normatividad laboral.

Con esta decisión legislativa se logra iniciar un marco de regulaciones 
para reducir la informalidad relacionada con la subcontratación que des-
de los años ochenta se ha venido consolidando como una actividad recu-
rrente en los encadenamientos productivos de las empresas. Asimismo, 
representa un instrumento pionero en las políticas públicas en la materia 
y significa un avance legal que permitirá fortalecer las atribuciones y la 
operación de las dependencias de protección laboral. Según el Gobierno 
federal, con esta medida los subcontratistas están obligados a cumplir 
con las aportaciones a la seguridad social (Presidencia de la República, 
2012). Se pretende, con ello, evitar que la subcontratación facilite rela-
ciones de trabajo informales y que los patrones, tanto contratistas como 
contratantes, asuman una responsabilidad mayor en el cumplimiento de 
la legislación laboral. 

Sin embargo, los resultados de esta medida dependerán de las capaci-
dades institucionales y de la existencia de mecanismos eficaces para 
verificar su cumplimiento, como pueden ser las tareas de inspección y 
fiscalización de las dependencias responsables. Desafortunadamente, las 

Esquema 4. Relaciones de subcontratación

Fuente: Elaboración propia.
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deficiencias en la inspección y vigilancia en el cumplimiento de las nor-
mas representan un fallo continuo del sistema laboral mexicano y ponen 
en riesgo el alcance de los objetivos de este instrumento normativo.

En ese sentido, la reforma legal del mercado de trabajo por sí sola no pro-
moverá más y mejores empleos si no está acompañada de medidas que 
promuevan el cumplimiento de la ley (OCDE, 2012). Al respecto, Ben-
susán (2006) encuentra que las autoridades mexicanas son altamente 
ineficientes para inspeccionar el cumplimiento de la legislación laboral, 
por lo que las empresas frecuentemente subregistran trabajadores con la 
intención de evadir el pago de las prestaciones.

Por otra parte, es importante advertir que el régimen de subcontratación 
incide solo en una parte de la actividad informal, ya que existen otras 
fuentes de informalidad que no están siendo atendidas con la reforma. 
Por ejemplo, los trabajadores asalariados informales que dependen de un 
patrón directo y no se encuentran registrados en el sistema de seguridad 
social, ya sea por mantener una relación laboral irregular o por estar en-
cubiertos en un régimen de pago por honorarios profesionales.

Asimismo, no se tiene una regulación adecuada para los trabajadores por 
cuenta propia (o autoempleados) que no tienen seguridad social y se dedi-
can a actividades de baja productividad, con apoyos familiares, desvincula-
das de la economía formal y que son predominantemente de subsistencia, 
pues obtienen ingresos inestables. A diferencia de las economías desarro-
lladas,21 la mayor parte del autoempleo en México no tiene perspectivas 
sustentables de negocio y su dimensión es elevada, casi una cuarta parte 
de la población ocupada (22.6% en 2015) (ver gráfica 9).

21	 El autoempleo en las economías desarrolladas se vincula más a actividades incipientes de negocios 
que posteriormente se convertirán en empresas y su dimensión no excede de 12.0% de la población 
ocupada. Conforme a las estadísticas de 2011 del Banco Mundial (BM, 2016) en Alemania y Estados 
Unidos la población autoempleada (conformada por empleadores, trabajadores por cuenta propia y 
miembros de cooperativas, en la medición del BM) representó 11.7% y 6.8% del total de los ocupa-
dos, respectivamente; mientras que en México, esa misma población ascendió a 33.7%.
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2.3.2 Contratos por temporada, periodos de  
         prueba y capacitación inicial

Los contratos por temporada, periodos de prueba y capacitación inicial, 
establecidos en el capítulo II del título segundo de la LFT serán reconoci-
dos cuando no se prorroguen en más de dos ocasiones o por más de 180 
días. Según el Gobierno federal (Presidencia de la República, 2012), este 
tipo de contratos permite valorar las competencias de los trabajadores, 
principalmente jóvenes, y generaría condiciones para incorporar a un 
mayor número de personas en puestos de trabajo formal.

Gráfica 9. Distribución de la población ocupada por posición  
en la ocupación, 2000-2015.  

(Tasas porcentuales)

Nota 1. Los datos de 2000 a 2004 provienen de la Encuesta Nacional de Empleo (ENE). 
La edad de trabajar se considera a partir de los 14 años.

Nota 2. Los datos de 2005 a 2015 provienen de la Encuesta Nacional de Ocupación y 
Empleo (ENOE). La edad de trabajar se considera a partir de los 15 años.   

Fuente: Elaboración propia con datos del BIE, la ENE y la ENOE del Inegi.
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Este instrumento de política pretende flexibilizar las condiciones de 
ingreso al mercado de trabajo y se ha utilizado ya en otros países con 
resultados diversos (consultar la sección 4 sobre las reformas laborales 
en el ámbito internacional). En opinión de Ros (2013), la reforma se 
concentró en flexibilizar el mercado laboral, lo que significa que el nivel 
de empleo se ajustaría a las necesidades de producción de las empresas, 
mediante contratos temporales, eliminación de los sindicatos y disminu-
ción de los costos de seguridad social y despido.

La aplicación de esta medida implica que, a partir de 2013, se estaría 
observando un crecimiento de la contratación eventual y una reducción 
en las tasas de informalidad; sin embargo, no se aprecia un cambio signi-
ficativo en el comportamiento de estas dos variables a partir de ese año 
(ver gráficas 2 y 10).

Gráfica 10. Ocupados con registro ante el IMSS clasificados  
por contrato permanente o eventual. 

(Tasas porcentuales)

Nota 3. Los datos sobre los trabajadores cotizantes en el IMSS corresponden a diciembre 
de cada año. 

Fuente: Elaboración propia con datos de los cubos dinámicos del IMSS.
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El efecto que más destaca en la evolución de los empleados con contrato 
temporal es el propiciado por la crisis de 2009, que modificó la tendencia 
que hasta ese año se tenía, incrementando desde entonces el ritmo de 
crecimiento de este tipo de contratación. De 2000 a 2015, el crecimiento 
medio anual fue de 5.1%, en tanto que, de 2009 a 2012, el crecimiento 
fue de 9.4%. Entre 2013 y 2015 la tasa se reduce al 4.9% y se observa un 
repunte de la temporalidad en 2014 (que recae en 2015), aunque prác-
ticamente se conservan los mismos niveles en ambos tipos de contrata-
ción. En los hechos, la crisis de 2009 acentuó las tendencias de los dos 
tipos de contratación más que los efectos iniciales de la Reforma Laboral, 
lo que ha significado una pérdida relativa de ocupación permanente.

Con las nuevas facilidades para contratar temporalmente, lo deseable 
sería que esta forma de contratación creciese sin afectar la estabilidad 
en los niveles de empleo permanente. Sin embargo, dadas las tendencias 
recientes, lo que cabría esperar es una transferencia (o conversión) de 
empleo permanente a temporal, lo que no supone la creación de nuevas 
fuentes de trabajo. En ese sentido, se corre el riesgo de perder fuentes 
de trabajo estable y aumentar las irregulares, lo que contribuiría a la 
precarización del mercado laboral.

La evidencia internacional sugiere que las reformas laborales concentra-
das en la flexibilidad laboral no generan mayor empleo. Autores como 
Ortiz (2013), Eichhorst (2011) y Cappellari et al. (2012) analizaron los 
impactos de la flexibilización del mercado de trabajo en España, Alema-
nia e Italia, y concluyen que este tipo de reformas favorecen la sustitu-
ción de trabajadores permanentes por temporales, sin que ello genere 
mayor empleo o mejoras en el ingreso de los trabajadores. En la sección 
4 sobre reformas laborales en el ámbito internacional se profundiza so-
bre las reformas enfocadas en la flexibilidad. 

2.3.3 Reducción de los costos por despido

Con la Reforma Laboral, se reconoce la necesidad de mejorar la imparti-
ción de justicia y la conciliación entre trabajadores y patrones. Las mo-
dificaciones al artículo 48 de la LFT pretenden reducir la extensión de 
los periodos de litigio laboral y los costos derivados del pago de salarios 
vencidos. En caso de una sentencia favorable al trabajador, estos salarios 
deberán pagarse desde la fecha del despido hasta por un periodo máxi-
mo de doce meses, lo que representa un límite en los costos por despido, 
cuestión que no estaba determinada en la ley anterior.
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En opinión del Gobierno federal, estas modificaciones disminuirán los obstá-
culos para crear más empleos formales (Presidencia de la República, 2012). 
Sin embargo, el debate sobre la rigidez en el mercado laboral y los costos 
que representan los mecanismos de despido es extenso y controversial.

Por ejemplo, la literatura empírica no ha encontrado pruebas sólidas so-
bre la relación entre los costos de despido y la tasa media de desempleo 
(Bentolila y Jansen, 2012), por lo que no se tiene la certeza de que la 
reducción en estos costos eleve los niveles de ocupación. Asimismo, la 
Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) ha en-
contrado que la disminución en este tipo de costos perjudica particular-
mente a los jóvenes y a las mujeres (OCDE, 2004).

Aunque los costos de despido dificultan el ajuste en la organización de 
las empresas ante las fluctuaciones de la economía, también representan 
una barrera a la salida de trabajadores del mercado de trabajo, lo que 
evita una elevada destrucción de empleo en épocas de recesión.

La previsión del empresario en la cobertura de los costos de despido ante 
una situación económica desfavorable hace que estos costos representen 
también una barrera a la entrada del mercado laboral, ya que se desincen-
tiva la contratación de trabajadores. Sin embargo, esta conducta genera es-
tabilidad en los niveles de empleo, ya que este se incrementa con relativa 
prudencia en las expansiones económicas y se reduce menos en las rece-
siones. Si el diseño de la política laboral induce una fuerte reducción en los 
costos de despido, lo que debe esperarse es un incremento en los flujos de 
destrucción y creación de empleo, y con ello, un comportamiento más ines-
table de los niveles de ocupación, especialmente en los tiempos de crisis.

Por otra parte, cabe señalar que la incidencia de conflictos laborales 
ocasionados por despido alcanza solo 8.2% en promedio del total de 
juicios laborales interpuestos ante la Junta de Conciliación y Arbitraje 
(ver gráfica 11). La mayor parte de los juicios está asociada al incum-
plimiento de los patrones sobre las prestaciones legales, el pago de 
aportaciones establecidos por el sistema de seguridad social o a des-
acuerdos con los trabajadores en las condiciones laborales. Los juicios 
por despido han disminuido en términos relativos y absolutos desde 
2001. Entre ese año y 2007, se registraron anualmente en promedio 
1,761 juicios por despido (17.5% del total de juicios laborales), pero los 
juicios registrados entre 2008 y 2015 disminuyeron a 1,252 por cada 
año (4.9% del total de los juicios).
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En la evolución de los juicios laborales también se observa un drástico 
incremento en el número total de juicios a partir de 2008, que alcanza 
un máximo histórico en 2009 con 33,840 conflictos totales, 32,107 de 

ellos por incumplimiento de los patrones en prestaciones y aportaciones 
de la seguridad social. Estas cifras pueden estar asociadas a la pérdida 
de capacidad que tuvieron las empresas para atender sus obligaciones 
ocasionada por la crisis. Asimismo, es posible que la liquidación de la 
compañía de Luz y Fuerza del Centro en 2009 y la quiebra de Mexicana 
de Aviación en 2010 hallan generado conflictos que impactaron en el cre-

Gráfica 11. Juicios laborales interpuestos ante  
la Junta de Conciliación y Arbitraje

Nota 1. Se agruparon los juicios como de incumplimiento en el pago de aportaciones 
a la seguridad social los relacionados con: aguinaldo, aportaciones, pago de reparto de 
utilidades, pensión IVCM riesgos de trabajo, prestaciones de la Ley Federal del Traba-
jo y prestaciones de seguridad. En la categoría de Otros se incluyeron los juicios por: 
condiciones generales de trabajo, medidas disciplinarias, no laborales, preferencia de 
derechos, rescisión de contrato, rescisión por acoso, retención salarial, retiro voluntario 
y otras instancias.

Fuente: Elaboración propia con información de las estadísticas de la STPS.
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cimiento de los juicios laborales en esos años. La tendencia de reducción 
de conflictos es clara desde entonces, aunque los que se han ido incre-
mentando desde 2008 hasta 2013 son los propiciados por desacuerdos 
con los trabajadores.

Ante estas circunstancias, se advierte que la crisis económica, el incum-
plimiento de las empresas con sus obligaciones laborales y las decisiones 
de cierre de grandes empresas son factores de mayor impacto en el nú-
mero de juicios laborales que las rigideces relacionadas con los mecanis-
mos de despido. 

Las empresas, por tanto, destinan un esfuerzo mayor en la atención de 
casos relacionados con el incumplimiento de la normatividad de la segu-
ridad social que el dedicado a los juicios por despido. En 2010 el total de 
juicios relacionados con la seguridad social fueron casi 30 veces más que 
los juicios por despido y en 2015 la proporción fue de 9.7 a uno.

Cabe esperar, entonces, que el costo en el que incurre el sector privado 
como resultado de los conflictos relacionados con la seguridad social sea 
mayor al derivado de los juicios por despido, a menos que el costo medio de 
un juicio por despido sea diez veces mayor que el costo medio de un juicio 
por incumplimiento con las regulaciones del sistema de seguridad social.

En ese sentido, la medida de control sobre la conflictividad laboral ten-
drá un alcance limitado pues no se focaliza en el ámbito que produce un 
mayor número de litigios y el efecto de la regulación en los costos en los 
que incurre una empresa al despedir a sus trabajadores, dependerá de la 
relación entre el costo medio de los juicios por despido respecto al costo 
medio de los juicios relacionados con la seguridad social.
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Articulación de la Reforma Laboral  
de 2012 con otras reformas

3.1 Reflexión sobre la articulación de la Reforma  
      Laboral con otras reformas y políticas públicas

Aunque la Reforma Laboral representa un conjunto de medidas que por 
sí mismas pueden generar efectos en el mercado de trabajo, es importan-
te advertir que la efectividad y los resultados de las nuevas regulaciones 
pueden ser mayores si se logra su articulación con otros instrumentos 
de política pública. En particular, el paquete de reformas estructurales 
contempla distintos mecanismos cuyo diseño e instrumentación convie-
ne articular con los de la Reforma Laboral.
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Por ejemplo, para mejorar los resultados en la creación de empleo y el 
crecimiento de la actividad productiva es fundamental que las decisiones 
tomadas con la reforma financiera faciliten el acceso al financiamiento 
por parte de las micro y pequeños empresas, en especial a los trabajado-
res por cuenta propia que tienen negocios potencialmente sustentables.

La reforma a los sistemas de salud y de seguridad social puede convertir-
se en la decisión legislativa más importante para reconfigurar el mercado 
de trabajo e inducir efectos de crecimiento productivo y de reducción 
en la informalidad. De acuerdo con la literatura,22 las reformas recientes 
no han logrado restablecer la conexión favorable entre las dinámicas de 
ocupación y el funcionamiento de la seguridad social, por lo que  es per-
tinente promover la construcción de un sistema universal de seguridad 
social que sea integrado institucionalmente y su cobertura esté desvin-
culada a la condición laboral de las personas. Asimismo, sería convenien-
te la aprobación de las medidas como la pensión universal y el seguro de 
desempleo, que fueron incorporadas en la Reforma Hacendaria y Social  
de 2013 pero cuya aprobación sigue pendiente. 

22	 Una revisión de las discusiones más relevantes puede verse en Martínez, et al, 2015. 

Esquema 5. Articulación de la Reforma Laboral de 2012 con otras medidas

Fuente: Elaboración propia.
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Articulación de la Reforma Laboral de 2012 con otras reformas

Sería relevante también avanzar hacia una política de recuperación del 
salario mínimo y en general, considerar la política salarial como un ins-
trumento para la regulación del mercado de trabajo. 

Por otra parte, el diseño de la política fiscal podría generar mayores 
flujos de inversión pública a la actividad económica nacional y estable-
cer políticas anti cíclicas para atenuar los impactos de las fluctuaciones 
económicas. Asimismo, la Reforma Fiscal de 2013 fortaleció las fuentes 
tributarias del financiamiento público e introdujo el Régimen de Incor-
poración Fiscal, que pueden ser mejorados en su diseño para elevar la 
progresividad y la recaudación fiscales y reducir la informalidad.

3.1.1 Diseño y articulación del RIF con 
         el sistema de seguridad social

El Régimen de Incorporación Fiscal (RIF) es una medida creada en el 
marco de la Reforma Hacendaria de 2013 con la finalidad de facilitar y 
promover el registro y control de los micro y pequeños negocios y dis-
minuir con ello la informalidad, lo que según el discurso oficial (SHCP, 
2015), fomentaría el crecimiento empresarial y la productividad. La dis-
posición está diseñada para incorporar a la hacienda pública a las per-
sonas físicas con actividades empresariales cuyos ingresos no excedan 
los dos millones de pesos al año y que obtengan retribuciones por la 
venta de productos (por ejemplo de abarrotes, papelería, frutería, entre 
otros), la prestación de servicios no profesionales (como los de herrería, 
plomería, carpintería), a través del arrendamiento de propiedades, por 
intereses e incluso por sueldos o salarios y por asimilados a salarios. 

Los incentivos fiscales que se ofrecen a los nuevos contribuyentes con-
sisten en un descuento en el pago del Impuesto Sobre la Renta (ISR) que 
será del 100% durante el primer año con una disminución paulatina del 
10% anual (por lo que contarían con un descuento de 90% el segundo 
año, de 80% el tercero, de 70% el cuarto y así sucesivamente). Adicio-
nalmente, se contempla una reducción del 100% en el Impuesto al Va-
lor Agregado (IVA) y el Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 
(IEPS), que correspondería a estos contribuyentes por sus operaciones, 
siempre y cuando sus ingresos anuales en el ejercicio inmediato ante-
rior no excedan los trescientos mil pesos. Las obligaciones contempladas 
para los contribuyentes que se incorporen a la hacienda pública median-
te el régimen consisten en:
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•	 Registrar en medios electrónicos (señalados en el artículo 28 del 
código fiscal de la federación) los ingresos, egresos, inversiones y 
deducciones de cada ejercicio

•	 Presentar declaraciones fiscales de manera bimestral y hacer el 
pago de los impuestos correspondientes

•	 Entregar comprobantes fiscales a sus clientes (en operaciones me-
nores a $250 se entregará el comprobante únicamente a solicitud 
del receptor del servicio)

•	 Efectuar el pago de las erogaciones relativas a compras e inversio-
nes (con monto superior a los $5,000) mediante transferencia elec-
trónica de fondos desde cuentas a nombre del contribuyente en 
instituciones que componen el sistema financiero 

•	 En el caso de existir erogaciones por concepto de salarios, los con-
tribuyentes deberán efectuar las retenciones en los términos que 
indica el artículo 111 de la Ley de Impuesto sobre la Renta y hacer 
las declaraciones y pagos correspondientes a la hacienda pública de 
manera bimestral

En relación a los beneficios que otorga pertenecer al RIF se ha señalado 
la posibilidad de cobrar con terminales bancarias, y la oportunidad de 
inscribirse en distintos programas que permitirían tener acceso al finan-
ciamiento para la operación del negocio (NAFIN), de acceder a crédi-
tos del INADEM o de la Sociedad Hipotecaria Federal (SHF), de recibir 
apoyos al consumo para los trabajadores (FONACOT), de tener acceso 
a educación financiera y a productos financieros (BANSEFI) además de 
poder beneficiarse de los servicios proporcionados por el Instituto Mexi-
cano del Seguro Social (IMSS). 

La formalización mediante el RIF contempla, para los trabajadores in-
corporados, la posibilidad de inscripción al IMSS. Los incentivos que se 
ofrecen para lograr la inscripción de nuevos trabajadores a la seguridad 
social consisten en pagos preferenciales a través de un subsidio, hasta 
por 10 años, en el pago de las cuotas obrero patronales al seguro social 
y las aportaciones al Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res. El porcentaje de descuento se ha estipulado en un 50% para los dos 
primeros años, 40% en los dos subsecuentes, 30% en los dos posteriores 
y así sucesivamente hasta llegar al año 10.  Los trabajadores afiliados a 
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la seguridad social mediante este esquema contarán con prestaciones de 
riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, invalidez y vida, retiro, 
cesantía en edad avanzada y vejez y el servicio de guarderías infantiles. 

Si bien la medida representa una mejora importante en el registro fis-
cal de los micro y pequeños negocios y ofrece un esquema de subsidios 
atractivo para aquellos que se encuentran al margen de la normativa 
hacendaria, el registro empresarial a través del RIF no se traduce auto-
máticamente en la formalización de los trabajadores. Este proceso sigue 
siendo un acto voluntario de los patrones que pueden aprovechar el es-
quema de subsidios que ofrece el IMSS, pero no existe una disposición 
en el RIF para garantizar que el registro fiscal se convierta en la afilia-
ción de los trabajadores a la seguridad social, lo que limita el impacto 
de la norma para reducir la informalidad. Para corregir esta deficiencia 
es conveniente incluir en el RIF un mecanismo que vincule de manera 
obligatoria el registro fiscal con la incorporación de los trabajadores a la 
seguridad social.

Aunque la política de subsidios es un instrumento útil para facilitar el 
registro fiscal, representa un costo importante pues la hacienda pública 
no recauda la tributación empresarial establecida en el RIF. Esto es par-
ticularmente perjudicial en el caso de la seguridad social, ya que el IMSS 
se ve obligado a ofrecer los servicios y prestaciones a los trabajadores 
que se inscriban mediante este proceso sin obtener las contribuciones 
fiscales correspondientes.

3.1.2 Comparativa internacional

Existen algunas experiencias internacionales relevantes en la implemen-
tación de políticas que han buscado incorporar a la hacienda pública y 
a la seguridad social, a los trabajadores informales. Entre ellas destacan 
el Régimen Auto-Entrepeneur de Francia, el Régimen Especial de Tra-
bajadores Autónomos (RETA) en España, el Régimen de Autónomos en 
Uruguay, y el Régimen de trabajadores por cuenta propia en Colombia. 

El Régimen Auto-Entrepeneur (FED, 2016; SPF, 2016; Portal del Em-
prendedor en Francia, 2016) tiene por objetivos el de formalizar a los 
trabajadores por cuenta propia y el de incentivar a los desempleados 
a realizar este tipo de actividades laborales. El esquema está diseñado 
para la incorporación de personas con actividades comerciales (como la 
venta de bienes y servicios por ejemplo de productos alimenticios, de 
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alojamiento turístico, de mobiliario u objetos), y de aquellos que pres-
ten servicios profesionales, personales, domésticos o de mantenimiento 
y que no estén vinculados a ninguna firma o empresa. Para pertenecer a 
este régimen, los ingresos anuales no deben superar los 32,100 euros al 
año en el caso de prestación de servicios y los 80,000 euros al tratarse de 
actividades comerciales. 

En cuanto a las condiciones fiscales, este esquema considera el pago del 
impuesto sobre la renta y de las cotizaciones de la seguridad social con 
base en las cifras de venta de cada negocio o actividad, para la prestación 
de servicios el gravamen consiste entre un 21% y un 23%, mientras que 
para las actividades comerciales éste es de 13%. El régimen exime del pago 
de IVA en las facturas emitidas por las actividades realizadas y las obliga-
ciones deben ser cumplidas una vez pasado el primer año de actividad. La 
pertenencia al régimen Auto-Entrepeneur de Francia implica de manera 
automática, que los contribuyentes puedan beneficiarse de las prestacio-
nes de la seguridad social, como la asistencia sanitaria, las pensiones de 
invalidez, incapacidad temporal, viudez y jubilación. La única diferencia 
en cuanto a los derechos de otros trabajadores consiste en que bajo este 
esquema no se otorga de manera automática el seguro de desempleo. 

El RETA en España (BOE, 2015; Ministerio de Empleo y Seguridad So-
cial de España, 2016) está dirigido a los trabajadores mayores de 18 años 
que realicen una actividad lucrativa sin contar con contrato. Involucra 
a todas las personas en situación de trabajo autónomo y considera un 
sistema especial para los trabajadores agrícolas.  Las condiciones fiscales 
para los trabajadores incorporados mediante este esquema consisten en 
el pago del impuesto sobre la renta para las personas físicas (IRPF) (los 
contribuyentes pueden elegir entre el Régimen de Estimación Directa 
Simplificada, el Régimen de Estimación Directa Normal y el Régimen de 
Estimación Objetiva),23 en caso de ejercer la actividad con una sociedad 
mercantil se deberá tributar por el impuesto de  sociedades en lugar de 
por el IRPF.  En cuanto al Impuesto al Valor Agregado (IVA) los traba-
jadores autónomos deberán pagar a Hacienda la diferencia entre el IVA 
que hayan repercutido y cobrado a sus clientes y el que hayan soporta-
do por sus compras a proveedores. El régimen obliga a los trabajadores 
23	 El Régimen de Estimación Directa Simplificada se aplica para aquellos cuyo monto anual de activi-

dad económica sea menor a los 600,000 euros al año, el Régimen de Estimación Directa Simplificada 
para quienes superen esta cantidad en su actividad anual y el Régimen de Estimación Objetiva o por 
módulos que regula únicamente ciertas actividades y que estipula montos de actividad económica 
diferenciados por actividad pero menores a los 600,000 euros al año (desde 150,000 hasta 450,000 
euros). Las diferentes modalidades implican diferencias en cuanto a los gastos deducibles.
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autónomos a cotizar en la Seguridad Social desde su primer día de acti-
vidad, y los trabajadores pertenecientes a este régimen cuentan con las 
mismas prestaciones respecto a otros grupos de trabajadores. La base de 
cotización se calcula dependiendo de la edad del trabajador y los años 
cotizados, asimismo se estipulan topes mínimos y máximos como base 
de las cotizaciones (de 893 euros mensuales y 3,642 euros mensuales). 

El Régimen de Autónomos en Uruguay (Bertranou, 2007; Amarante y 
Perazzo, 2013; DGI, 2016; BPS, 2016) es una medida de incorporación 
fiscal para los trabajadores independientes. Mediante esta disposición 
los trabajadores incorporados quedan sujetos al Impuesto a las Rentas 
de las Personas Físicas (IRPF) en el que, a efectos de cálculo, se tienen 
en cuenta todos los ingresos originados por la prestación de servicios 
personales siempre que dichos ingresos no estén computados en otros 
esquemas tributarios (como el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas IRAE o el Impuesto a las Rentas de los No Residentes IRNR). 
Los participantes del Régimen de Autónomos deberán pagar también el 
IVA. Existen algunas deducciones aplicables a la carga impositiva, por un 
lado, existe una deducción anual del 50% para el padre o la madre, por 
cada hijo menor de edad a cargo así como deducciones por cada hijo con 
discapacidad a cargo. 

En cuanto a la protección social del trabajador independiente, en Uru-
guay existen tres regímenes por los que ellos pueden hacer sus aporta-
ciones a la seguridad social. Los esquemas son los siguientes:

a.	 Régimen general para unipersonales. Mediante esta modalidad los 
trabajadores están protegidos por un primer pilar de protección 
social con beneficios definidos (régimen de reparto), administrado 
por el sector público, y participan en un segundo pilar de beneficios 
definidos de ahorro individual obligatorio (régimen de capitaliza-
ción), administrado por entidades privadas. La ley prevé también 
un tercer pilar, similar al segundo, pero de ahorro voluntario. 

b.	 Régimen Monotributo. Prevé un tratamiento de carácter especial 
para empresas de muy pequeña dimensión económica (no aplica 
para personas físicas). En esta modalidad las empresas pagan un 
único tributo en sustitución de todos los impuestos nacionales (ex-
cepto los de importación) y de las cotizaciones a la seguridad social. 
Los trabajadores de estas empresas acceden por esta vía a todas 
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las prestaciones de la seguridad social con excepción del seguro de 
desempleo. 

c.	 Profesionales universitarios. Los profesionales universitarios se en-
cuentran amparados en dos instituciones: la Caja de Jubilaciones 
y Pensiones de Profesionales Universitarios (CJPPU) y la Caja No-
tarial de Seguridad Social, y su actividad es regulada por el Ban-
co Central del Uruguay. La primera Caja incluye a los graduados 
universitarios que realizan libre ejercicio de su profesión, salvo los 
notarios que poseen su propio instituto de seguridad social.

En el caso uruguayo, a diferencia de los dos anteriores, no existe un me-
canismo de vinculación automático entre el Régimen de Autónomos y las 
distintas modalidades de incorporación a la seguridad social. 

En Colombia existe el Régimen de trabajadores por cuenta propia (Min-
Hacienda, 2014; Corte Constitucional, 2014) que está diseñado para to-
dos aquellos trabajadores que obtengan al menos el 80% de sus ingresos 
de actividades económicas como la agricultura, silvicultura y pesca, el 
comercio, la minería y la provisión de algunos servicios.24 En relación 
con las obligaciones fiscales, los trabajadores por cuenta propia podrán 
hacer sus contribuciones a la hacienda pública mediante el “Impuesto 
Mínimo Alternativo Simple (IMAS)”, que es un sistema de determina-
ción simplificado del impuesto sobre la renta aplicable únicamente a 
este conjunto de trabajadores. La incorporación a la seguridad social se 
considera como voluntaria, los trabajadores por cuenta propia se podrán 
afiliar a las Cajas de Compensación Familiar,  aportando un pago mensual 
equivalente al 2% de sus ingresos reales con una base mínima de dos 
salarios mínimos. A diferencia de otros grupos de trabajadores, quienes 
se incorporan mediante esta modalidad no cuentan con el subsidio mo-
netario, que es un subsidio otorgado por los empleadores. En el esquema 
colombiano la vinculación entre la incorporación fiscal y la seguridad 
social tampoco se da de manera obligatoria ni existe algún mecanismo 
automático para lograrla. 

La experiencia internacional permite extraer algunas lecciones relevan-
tes para México. Por un lado, se observa que en los casos europeos los 
esquemas de incorporación fiscal incluyen mecanismos de vinculación 
obligatoria con la seguridad social, mientras que en los latinoamericanos, 

24	 El catálogo completo de las actividades consideradas se puede consultar en el Capítulo II del título 
V del Libro Primero del Estatuto Tributario.
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incluyendo a México, no existe dicha disposición. La evidencia de otros 
países con programas similares refuerza la importancia de revisar y me-
jorar el diseño del RIF para lograr una articulación conveniente entre el 
esquema fiscal y la seguridad social. 

Por otro lado, en la mayoría de los casos considerados, se observa que los 
países cuentan con regímenes especiales de incorporación para grupos 
particulares como los trabajadores del hogar, los trabajadores agrícolas o 
las empresas de muy pequeña dimensión económica. La consideración de 
regímenes especiales de formalización podría dar una protección mucho 
más efectiva a distintos grupos vulnerables, que en nuestro país, cuentan 
con condiciones particularmente desfavorables en el mercado de trabajo. 

3.2 Reformas y decisiones legislativas pendientes

En el diseño de la Reforma Laboral  de 2012, no se contempló una serie 
de regulaciones sobre la ocupación y la seguridad social que habrían 
ayudado a mejorar el desempeño del mercado de trabajo y a cumplir con 
los objetivos de creación de empleo, crecimiento de la productividad y 
reducción de la informalidad.

En esta sección se analiza una medida de política laboral, el seguro de 
desempleo, que pretende fortalecer distintos ámbitos del mercado de 
trabajo. Esta decisión legislativa permanece pendiente de dictaminación 
y aprobación por parte del Congreso de la Unión, en particular de la Cá-
mara de Senadores. En este caso, se revelan necesidades de regulación 
que no fueron atendidas en la Reforma Laboral  de 2012.

Aunque es importante reactivar el trabajo parlamentario para concluir 
este proceso de deliberación, es también una oportunidad para realizar 
mejoras sustantivas al diseño del seguro de desempleo que garantice la 
eficacia de la medida en el cumplimiento de sus objetivos.

3.2.1 Trabajo legislativo sobre el seguro de desempleo

En el marco de la Reforma Hacendaria y Social impulsada en 2013, el 
Poder Ejecutivo presentó las iniciativas de reforma constitucional (Presi-
dencia de la República, 2013a) y de legislación secundaria (Presidencia 
de la República 2013b), en las que se considera la creación del seguro 
de desempleo (SD), con el propósito de avanzar en el establecimiento de 
una seguridad social universal. Con las iniciativas, se pretende aplicar 
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medidas para mitigar el impacto negativo del desempleo en el bienestar 
de los trabajadores y sus familias debido a la pérdida de ingresos labo-
rales, fomentar la reinserción de los desempleados en el mercado de 
trabajo formal y fortalecer la red de protección social.

En octubre de 2013, la Cámara de Diputados aprobó un proyecto de 
decreto para reformar la Constitución (Cámara de Diputados, 2013) y en 
marzo de 2014 emitió un proyecto de decreto en el que se legisla sobre 
el SD (Cámara de Diputados, 2014). Ambos proyectos, que contienen 
modificaciones a las propuestas originales, fueron turnados a la Cámara 
de Senadores para su análisis y eventual ratificación.

De acuerdo con la teoría económica, los seguros de desempleo son presta-
ciones contributivas que representan medidas de actuación pública para 
proteger a los trabajadores contra el riesgo de perder el empleo. El seguro 
de desempleo y los subsidios por desempleo (o prestaciones asistenciales) 
son instrumentos de políticas (clasificadas como pasivas) de protección 
por desempleo (Vaquero, 2002), que generan efectos positivos en la situa-
ción de los trabajadores y las condiciones macroeconómicas.

Según los proyectos de decreto aprobados por la Cámara de Diputados, 
el SD que se propone consideraría como población objetivo a los traba-
jadores afiliados al IMSS con contratos indeterminados o afiliados tem-
porales o por obra determinada. En los esquemas 6 y 7 se resumen las 
características del SD propuesto.25

25	 Se recomienda la consulta del reporte de investigación “Debate actual sobre el seguro de desem-
pleo” del Instituto Belisario Domínguez, donde se profundizan las características del seguro de 
desempleo en discusión. El documento está disponible en: http://www.senado.gob.mx/ibd/con-
tent/productos/reporte/reporte5.pdf
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El financiamiento del SD provendría de tres fuentes principales: sub-
cuenta mixta, fondo solidario y las aportaciones adicionales del Gobierno 
federal (ver esquema 7). La aportación patronal provendrá de una reasig-
nación de la cotización patronal al fondo de vivienda, que se reducirá de 
5% a 2% del salario base de cotización (SBC). Una parte de los recursos 
del Fondo Solidario servirán para cubrir los gastos asociados a la admi-
nistración del SD. La SHCP, considerando el ciclo económico y su im-
pacto sobre el empleo, determinará el monto de recursos necesarios por 
mantener en este Fondo para cumplir sus fines y atender contingencias 
extraordinarias de desempleo.

Esquema 6. Población objetivo y criterios de elegibilidad del SD

Fuente: Elaboración propia con información de la Cámara de Diputados.

• Trabajadores afiliados al régimen obligatorio IMSS.
• Trabajadores de entidades federativas y municipios cubiertos por convenios 
   de incorporación celebrados con el IMSS.
• No importan las razones por las que se haya finalizado la relación laboral.

• Cumplir con los requisitos de los programas de promoción, colocación y
  capacitación de la STPS
• Declaración bajo protesta de decir verdad que no realizan alguna actividad
  por cuenta propia.
• No percibir ingresos por concepto de jubilación o pensión

104 cotizaciones semanales en
periodo ≤ 36 meses

Trabajadores con contrato
de tiempo indeterminado

Población
cubierta

Periodo de
carencia

Otras
condiciones

Cotizaciones

Trabajadores por tiempo
u obra determinada

45 días naturales consecutivos

26 cotizaciones semanales en
periodo ≤ 12 meses
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Con este esquema, el desempleado puede recibir la prestación de un 
salario mínimo con cargo a los recursos del Fondo Solidario, o del PEF, 
solamente una vez en un periodo de cinco años. Cuando el desempleado 
haya trabajado para varios patrones, la prestación será calculada sobre 
la suma de los salarios, sin exceder 25 veces el salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal.

El trabajador puede usar el monto acumulado en su subcuenta mixta para 
complementar los recursos de la subcuenta de vivienda, los gastos por la 
contratación de una renta vitalicia, seguro de sobrevivencia, retiros pro-
gramados o su entrega en una sola exhibición cuando esta proceda.

En caso de haber usado los recursos de su subcuenta mixta para vivien-
da, el desempleado que laboró con contrato por tiempo indeterminado 

Esquema 7. Financiamiento del SD y derechos a prestaciones

*Promedio de las 104 últimas cotizaciones semanales.

Fuente: Elaboración propia, con información de la Cámara de Diputados.
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tendrá derecho a recibir una prestación, con cargo al Fondo Solidario, 
por un monto fijo mensual equivalente a un mes de salario mínimo hasta 
por seis meses.

3.2.2 Consideraciones sobre el diseño del seguro de desempleo

La creación del seguro de desempleo representa un avance importante 
en el reconocimiento de los derechos de los trabajadores formales y un 
instrumento que contribuye al fortalecimiento del sistema de seguridad 
social en México. Con ello se abre la posibilidad de generar efectos posi-
tivos en el mercado de trabajo y en la situación macroeconómica del país. 
Sin embargo, el tipo y alcance de estos efectos dependerá del diseño del 
seguro de desempleo que se apruebe en el Congreso de la Unión y su 
posterior instrumentación.

El SD que se debate actualmente en el ámbito legislativo no revela una 
alta correspondencia con las características descritas por la teoría eco-
nómica (Vaquero, 2002), pues no se trata de una prestación contributiva 
basada en el financiamiento tripartito y se establece como un beneficio 
voluntario que rivaliza con las prestaciones para la adquisición de vi-
vienda. En particular, la prestación que se ofrece a los trabajadores con 
contratos por tiempo determinado, en forma de un pago único con cargo 
a los recursos de su subcuenta mixta, no tiene carácter de seguro.

Las deficiencias en el diseño del SD que resultan de la deliberación de 
la Cámara de Diputados ponen en riesgo el cumplimiento de los obje-
tivos que, teóricamente, se deben alcanzar en materia de protección al 
trabajo formal, asignación eficiente del empleo, consumo y estabilidad 
macroeconómica.

Asimismo, el SD propuesto revela diferencias importantes con los se-
guros de desempleo que se han implementado en distintos países. 

En particular, la estructura de financiamiento propuesta resulta comple-
ja y vulnerable en comparación con los sistemas internacionales de finan-
ciamiento de la seguridad social. Además, no se establecen mecanismos 
precisos para obligar al beneficiario a buscar activamente empleo ni a 
aceptar ofertas convenientes, y no se consideran sistemas de monitoreo 
para evitar que se complemente la prestación del SD con la actividad 
informal, es decir, que el beneficio llegue a ocupados encubiertos.

Aunque el SD permitirá mantener las condiciones de subsistencia de los 
desempleados, lo hace vulnerando la capacidad para ejercer el derecho 
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a la vivienda, por lo que se introduce un alto grado de rivalidad entre los 
derechos del trabajador. Esta rivalidad se traduce en la configuración 
de alternativas excluyentes entre las prestaciones de crédito para la vi-
vienda y la remuneración por el SD, lo que resta certidumbre en el uso 
de la subcuenta mixta del trabajador como fuente de financiamiento del 
SD. Asimismo, el uso de los recursos de la subcuenta mixta para cubrir 
la pérdida de ingresos laborales podría tener un impacto negativo en la 
demanda de vivienda.

Para asegurar la sustentabilidad financiera del SD, será necesaria la cons-
trucción de un esquema de financiamiento tripartito, en el que haya una 
mayor participación de recursos del Estado pero también la contribución 
del trabajador y la del patrón, sin que esta provenga de las fuentes de fi-
nanciamiento de la vivienda. Las limitaciones de financiamiento de la pro-
puesta están relacionadas con la ausencia de una reforma fiscal de fondo.

En la experiencia internacional, se observa que no existe un modelo úni-
co, ni óptimo, de seguro de desempleo, pero establecer un verdadero 
seguro de desempleo similar al que se encuentra en países desarrollados, 
con amplia cobertura poblacional y efectos importantes en el mercado 
de trabajo y la macroeconomía, requeriría profundas reformas en los ám-
bitos laboral, fiscal y de la seguridad social.



71

Reformas laborales en el  
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La Reforma Laboral de 2012, estableció medidas para aumentar la fle-
xibilidad del mercado de trabajo como los contratos a prueba, de capa-
citación inicial y temporales para labores fijas y periódicas, los salarios 
por hora, modalidades de teletrabajo y de multi-habilidad, entre otras. 
La intención fue modificar el marco legal para facilitar el crecimiento del 
empleo y la productividad laboral y la reducción de la informalidad. 

Aunque la reforma contiene medidas que persiguen otros objetivos, 
como la certeza jurídica laboral o la transparencia sindical, las disposicio-
nes normativas para flexibilizar las relaciones de trabajo fueron diseña-
das en un contexto internacional en el que la flexi-seguridad ha venido 
tomando fuerza como una forma de ajustar el mercado laboral sin afectar 
la protección y calidad del empleo. 

Las rigideces del mercado de trabajo han estado en el centro de la dis-
cusión sobre las medidas para mejorar su funcionamiento, por lo que el 
diseño e instrumentación de las políticas laborales en el mundo se han 
orientado fundamentalmente hacia la flexibilización, aunque desde hace 
algunos años han cobrado importancia las medidas que combinan la fle-
xibilidad con la seguridad en el trabajo (flexi-seguridad).
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En este contexto, la discusión entre la relación flexibilidad-protección 
se encuentra en el centro del debate sobre la legislación laboral en un 
mundo en que, según los especialistas (OIT, 2015; Samaniego, 2015), las 
relaciones laborales son cada vez más complejas y surgen nuevas modali-
dades de trabajo subordinado, por ejemplo mediante la subcontratación 
o los contratos de tiempo parcial, sin que existan los mecanismos más 
adecuados para regularlas. Los cambios recientes en las formas de pro-
ducción, por ejemplo aquellas que utilizan las tecnologías de la informa-
ción, han dado pie a nuevas relaciones de trabajo gracias a las cuales han 
crecido modalidades distintas al empleo fijo de tiempo completo. 

La principal motivación para diseñar e instrumentar la mayor parte de 
las reformas laborales en el mundo ha sido la rigidez del mercado, que 
impide la generación de empleo según la perspectiva dominante desde 
hace más de tres décadas (Bensusán, 2003; Recio, 1997; Ruesga, Lasie-
rra y Murayama, 2002; Ruiz, 2005). Algunas de las rigideces laborales 
consideradas tienen que ver con la legislación y las instituciones, por 
ejemplo mediante las condiciones para la contratación y el despido, la fi-
jación de los salarios mínimos o los términos de la negociación colectiva. 
Otras rigideces están más bien asociadas al propio funcionamiento de los 
mercados, por ejemplo la imposibilidad de reducir los salarios reales o 
los costos laborales, por mencionar algunas de las más relevantes. 
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Algunos expertos (Samaniego, 2015) han señalado que ante las rigideces 
de los mercados de trabajo, hay tres campos a los que se han orientado 
las reformas laborales internacionales: la modificación de los tipos de 
contrato de trabajo hacia la flexibilización, la reducción de las medidas 
de protección y seguridad social y las cuestiones relativas a la negocia-
ción colectiva. Con la finalidad de incidir en cada una de estas esferas, se 
han adoptado distintas medidas de política (ver esquema 8). 

Las medidas de política laboral adoptadas en el mundo permiten notar 
algunas tendencias regionales señaladas por Ruiz (2005):

•	 En el contexto europeo las regulaciones hacia la flexibilización se 
han dado con el propósito de no afectar los derechos sociales res-
guardados por los sistemas de bienestar social. Bajo esta idea sur-
gió el concepto de la flexi-seguridad que propone la flexibilización 
de los mercados pero acompañada de medidas de protección so-
cial como los seguros de desempleo y los pisos mínimos de ingreso.  
Este tipo de legislación puede observarse en reformas realizadas en 
países como Bélgica, Alemania, Dinamarca y Países Bajos. 

Esquema 8. Medidas recientes de política laboral en el ámbito internacional

Fuente: Adaptación de Samaniego (2015). 

Campo de la reforma Medidas adoptadas

Contrato de trabajo 

Protección y seguridad social

Negociación colectiva

• Duración y modalidades (creación de los contratos 
   de  prueba, de formación y de duración definida)
• Terminación (modificación de las causas de 
   despido y condiciones de indemnización)
• Condiciones de trabajo (creación de la jornada 
   flexible y bancos de horas)

• Seguro de desempleo (reducción de la duración y 
   beneficios por desempleo)
• Sistemas de seguridad social (aumento en las 
   edades de jubilación)

• Libertad de asociación
• Libertad de negociación colectiva
• Democracia sindical
• Transparencia
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•	 En el caso latinoamericano, la flexibilidad laboral se ha dado en un 
contexto de liberalismo económico con débiles sistemas de seguri-
dad social, altos niveles de informalidad y donde se ha debilitado el 
papel de los sindicatos como interlocutores de los trabajadores. En 
la región se ha avanzado hacia la flexibilización con una perspectiva 
de competitividad vinculada a los costos. Las reformas en Chile, 
Brasil y Argentina son un ejemplo de lo anterior. 

A partir de la década de los 80, algunos países iniciaron la implementa-
ción de diversos tipos de política para promover la flexibilización de los 
mercados laborales. El Reino Unido es el país que introdujo medidas de 
manera más temprana, seguido por España, Francia, Suecia y Dinamarca 
entre las naciones europeas. En la década del 2000, Alemania estableció 
un proceso de reformas por etapas, que representa una estrategia dis-
tinta a las decisiones legislativas tomadas por la mayoría de los países de 
Europa. En la región latinoamericana destaca el caso de Brasil, que reali-
zó reformas a la legislación laboral desde la década de 1980 y el de Uru-
guay, que hizo modificaciones durante la década pasada (ver esquema 9). 
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Medidas como la contratación temporal y la modificación de otras con-
diciones de contratación y despido, han sido adoptadas por países como 
Francia, Brasil, Italia y España en distintos años, mientras que la modi-
ficación de las condiciones de jubilación ha sido central en Alemania, 
Italia y Uruguay. La discusión y reforma de las condiciones para obtener 
beneficios por desempleo se ha llevado a cabo en Reino Unido, Suecia, 
Alemania, Italia y Uruguay.  Los ajustes salariales han estado presentes 
en las reformas de Francia, Dinamarca y Alemania y las disposiciones 
relacionadas con los programas de capacitación y los servicios de co-
locación laboral han tenido una importancia central en los procesos de 
reforma de Dinamarca, Alemania y Suecia. El cambio en las condiciones 
de negociación colectiva ha tenido relevancia en los casos latinoameri-
canos considerados (Brasil, Uruguay y México) junto con el caso danés. 
El caso mexicano destaca por ser el primero en regular las relaciones de 
subcontratación que representan una fuente de informalidad laboral. En 
especial, el caso de Alemania se ha reconocido por haber implementado 
políticas articuladas entre sí, cuyas reformas se aplicaron como una serie 
de medidas graduales, integradas y con ajustes en distintos años (Sama-
niego, 2015).

En el contexto internacional, México es un caso atípico por no haber 
implementado reformas laborales que acompañaran a la política econó-
mica nacional que privilegiaba la desregulación de los mercados. Ni las 
anomalías observadas en el mercado de trabajo, ni los efectos de las dis-
tintas crisis sufridas hasta 2009, motivaron la introducción de medidas 
de flexibilización laboral sino hasta 2012, año en que ya se contaba con la 
experiencia de reformas internacionales que promovían la flexi-seguri-
dad, en lugar de sólo la flexibilidad, como una forma que propiciaba ajus-
tes en la relaciones laborales sin afectar la calidad del empleo. El objetivo 
de esta sección es entonces, analizar las experiencias internacionales 
en materia de Reforma Laboral  para destacar las lecciones que pueden 
mejorar la política laboral en México y establecer los ajustes necesarios 
a las decisiones legislativas tomadas en 2012.

4.1 Algunas experiencias relevantes

La idea de reformar la legislación laboral para atenuar el efecto de las 
regulaciones institucionales, y provocar así un mayor crecimiento del 
empleo formal, ha estado detrás de numerosos procesos de reforma tan-
to en países desarrollados (sobre todo en Europa) como en aquellos en 
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vías de desarrollo (particularmente en América Latina). Los resultados 
alcanzados en los diferentes países y procesos son variados, por lo que el 
debate se ha centrado en las experiencias intermedias, que han encon-
trado balances equilibrados entre la flexibilidad laboral y la protección 
de los trabajadores (Bensusán, 2003).

En ese sentido, es relevante el caso de Alemania, que reformó su merca-
do de trabajo a través de una serie de cambios que se han denominado 
reformas Hartz. Estas reformas se implementaron durante la primera 
década de este siglo y tuvieron como justificación atender el problema de 
la fragmentación del mercado de trabajo, los altos niveles de desempleo 
y la pérdida de competitividad de la economía alemana. Los problemas 
en el mercado laboral se atribuían al alto nivel de protección del empleo, 
los altos costos laborales y la estricta regulación del mercado, aunque se 
reconoce que estos factores habían ayudado a contener la desigualdad 
salarial en este país (Rinne y Zimmermann, 2011). 

Se planteó un proceso de transformación del mercado laboral en cuatro 
etapas. En las primeras dos etapas se buscaba incrementar el empleo de 
los desempleados mayores de 50 años a través de otorgar una subven-
ción, que consistía en que el gobierno aportara el 50% de la diferencia 
existente entre el salario obtenido antes del desempleo y el actual. 

Un pilar importante para estas etapas fue la creación de una agencia de 
empleo para lograr una mejor vinculación entre la oferta y demanda de 
trabajo. Una medida relacionada con la formación consistió en el otor-
gamiento de vales de capacitación solicitados por las empresas para sus 
trabajadores. Para incentivar la demanda de trabajo de las personas de 
edad avanzada, a los empleadores que los contrataran se les eliminó la 
contribución al desarrollo. Otra vía fue el apoyo al autoempleo vía esque-
mas de financiamiento a esto tipo de actividades. 

La tercera etapa se centró en reformas al servicio de empleo conjun-
tando esfuerzos de las diferentes entidades públicas encargadas de la 
colocación laboral, además se simplificaron las normas para acceder a la 
ayuda social. 

En cuanto a los apoyos por desempleo, en esta etapa, se fusionaron las 
distintas ayudas con objetivo de simplificar el sistema, evitar duplicidades 
y demoras en los pagos. Para tener derecho a los beneficios se modificó 
el tiempo requerido de cotización, siendo de 12 meses en dos años y no 
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en tres como anteriormente se establecía. Además el tiempo en que una 
persona puede recibir la ayuda por desempleo se limitó a 12 meses para 
las personas menores de 55 años y a 18 meses para quienes rebasaban 
este límite de edad, anteriormente se podía gozar de estos beneficios has-
ta por 32 meses. Aunque se podrá acceder a un mayor tiempo bajo ciertas 
circunstancias, pero el monto del apoyo será menor y siempre que se 
cumplan algunos requisitos. 

Respecto al despido, los criterios de selección por razones operativas de 
la empresa quedaron limitados a la discapacidad del trabajador, perma-
nencia en el empleo, edad y presencia de dependientes económicos. Ade-
más, las opiniones judiciales sobre el despido se limitaran a corregir los 
criterios que lo causaron, y los empleados pueden emprender una acción 
legal en contra de la empresa o aceptar una indemnización —equivalente 
a los ingresos promedio de un mes por cada año laborado—. 

En lo que concierne a los contratos de corto plazo, estos podrán ser 
usados por las empresas de nueva creación hasta por cuatro años y no 
por dos como anteriormente estaba previsto, sin que los empleadores 
deban proporcionar justificación alguna. 

Finalmente, en la cuarta etapa, se crea un sistema de bienestar estanda-
rizado para los solicitantes de empleo, para poder proporcionar toda la 
ayuda destinada a la reinserción laboral y los beneficios a que se tengan 
derecho, con un solo ingreso y a través de una sola fuente. Dentro de los 
servicios de empleo se incrementa el personal dedicado a la reinserción 
laboral y se crean los agentes de casos especiales, dedicados a la aten-
ción de las personas que por diferentes circunstancias tengan problemas 
para reinsertarse al mercado laboral, pero sobre todo para quienes hayan 
estado en el desempleo de manera prolongada.

Entre los principales resultados de las reformas Hartz, se han señalado 
el incremento de la tasa de participación de las personas entre 55 y 66 
años y de jóvenes entre 15 y 24, la disminución de la tasa de desempleo 
en el corto y largo plazo y una reducción en el número de personas que 
reciben ayudas por desempleo. Se han observado también efectos un in-
cremento de los salarios en el largo plazo (Beissinger, et al., 2014; Krebs 
y Scheffel, 2013; Rinne y Zimmermann, 2011). 

Otro proceso importante entre las naciones europeas es el de España. En 
ese caso se han emprendido reformas laborales de forma recurrente, las 
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cuales se han movido entre una mayor o menor flexibilización del mer-
cado y atención de los trabajos temporales. Desde 1985 hasta 2012 se 
emprendieron diferentes modificaciones legislativas. La mayoría de los 
cambios hechos han pretendido atender los problemas de un alto y cons-
tante nivel de desempleo, la baja competitividad de las empresas españo-
las, el elevado costo de la mano de obra y la alta proporción de contratos 
temporales. La mayoría de los cambios se han centrado en crear formas 
de contrato que incentiven los trabajos de tiempo indefinido por la alta 
persistencia de contratación de carácter temporal que ha caracterizado 
al mercado laboral español. También se han diseñado formas de contrato 
que buscan incorporar a grupos vulnerables, como jóvenes y personas de 
edad avanzada. 

El mercado laboral español a lo largo del tiempo ha estado fragmentado 
entre los empleos de contratación permanente con altas prestaciones y 
los empleos con contratos temporales. Ante la existencia de un volumen 
alto de contratos temporales se introdujeron cambios como las restric-
ciones a los contratos de formación y se redujo a 12 meses la duración 
máxima de los contratos por circunstancia de la producción, con el obje-
tivo de apuntalar la reducción en los contratos temporales, aunque tam-
bién se decidió tener una mejor regulación del empleo de tiempo parcial, 
introduciendo el contrato a tiempo parcial. 

Ante la crisis económica de 2008 que produjo altas tasas de desempleo 
en España, surgieron las reformas laborales de 2010 y 2012, que intro-
dujeron nuevas medidas como la reducción de las indemnizaciones por 
despido injustificado y la redefinición de las causas de despido, por seña-
lar algunas de las más importantes. 

Entre los principales resultados de las reformas laborales en España se 
ha documentado que antes de la reforma de 2012 la destrucción de em-
pleos era mucho más sensible que en otros países del mundo, la alta 
prevalencia de contratos temporales no había sido abatida y tampoco 
se había reducido lo suficiente el desempleo (Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, 2012). Se estima que a partir de la reforma de 2012 se 
han generado empleos tanto temporales como permanentes, sobre todo 
de esta última clase de contratación. Aunque también se ha dado una 
contención de los salarios (OCDE, 2013). 

Es relevante también el caso de Dinamarca (Bensusán, 2003; Cruces y 
Ham, 2010; Jorgensen, 2009; Weller, 2009) porque destaca la relación 
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positiva que se logró entre la flexibilidad y la seguridad social asociada al 
Estado de bienestar.  El modelo de flexi-seguridad del mercado danés se 
caracteriza por haber logrado combinar un alto nivel de movilidad de los 
trabajadores y una elevada facilidad para entrar y salir del mercado (que 
son medidas de flexibilidad), con instrumentos de protección social como 
el seguro de desempleo y otros subsidios de la seguridad social (posibles 
gracias a un sistema de protección moderno y eficiente), además de apli-
car políticas activas de empleo y políticas de educación y aprendizaje per-
manente. Estos cuatro elementos se han definido como los componentes 
esenciales de la flexi-seguridad (Jorgensen, 2009). 

Las medidas adoptadas en Dinamarca trajeron como resultado un creci-
miento importante en los niveles de empleo, mejoras en la productividad 
y un aumento relevante de la participación de las mujeres en el mercado 
laboral. Estos avances se asocian con la gran movilidad que existe en el 
mercado danés, que es la mayor de Europa, y que ha sido posible gracias 
a las mejoras en las prestaciones de la seguridad social, como las facili-
dades en el cuidado de los niños, los planes de jubilación anticipada y un 
eficiente sistema de pensiones (Jorgensen, 2009). El buen resultado de 
las modificaciones laborales en dicha nación también se debe a que se 
dieron en un contexto  macroeconómico favorable donde existía creci-
miento económico y baja inflación y a que se logró un acuerdo social de 
largo plazo entre todas las partes interesadas en el mercado de trabajo, 
en particular en la estructura industrial y en la organización sindical de 
los obreros (Bensusán, 2003; Jorgensen, 2009). 

Otro caso significativo entre las naciones europeas es el de Italia, que de 
modo análogo al caso mexicano realizó reformas a la legislación laboral 
de manera tardía, en el periodo 2011-2014 (Fana et al., 2015; OCDE, 
2015b). Este país realizó cambios en torno a los contratos temporales 
(de duración menor a tres años), al tiempo de cotización necesario para 
obtener una pensión, al monto de compensación en caso de despido in-
justificado y se introdujo el salario mínimo legal. Respecto a la seguridad 
social, se legisló la garantía de la protección por maternidad, los servicios 
de cuidado infantil  y se creó la Agencia Nacional de Empleo, responsa-
ble de proveer beneficios por desempleo. Se hicieron también algunos 
esfuerzos en materia de educación y capacitación. 

En América Latina, las reformas hacia la flexibilización comenzaron en 
la década de los ochenta en países como Chile y Panamá. En otros países 
como Argentina, Brasil y Uruguay se impulsaron primero reformas para 
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restablecer los derechos colectivos que habían sido suprimidos con las 
dictaduras militares en los años ochenta y posteriormente se introduje-
ron las estrategias de flexibilidad.

Según algunos especialistas (Bensusán, 2003; Cruces y Ham, 2010), a 
diferencia de las reformas llevadas a cabo en Europa, las que se imple-
mentaron en los países latinoamericanos se han caracterizado por ser 
insuficientes, pues subsisten las regulaciones laborales rígidas.26 Se re-
conoce que existen diferencias importantes en los contextos,27 procedi-
mientos y resultados de las reformas implementadas en la región (por 
ejemplo en los casos de Brasil, Argentina y Chile). Sin embargo, en Lati-
noamérica no se han logrado combinar las estrategias de competitividad 
y la protección social de los trabajadores, debido en parte a la ausencia 
de acuerdos para articular las políticas y legislaciones laborales con las 
instituciones de seguridad social. 

Entre las reformas implementadas en Latinoamérica destaca el caso de 
Uruguay, donde la introducción de modificaciones laborales como la esti-
pulación de las aportaciones patronales para la jubilación, los beneficios 
por desempleo y  la reactivación de la negociación colectiva, se combi-
naron con otras medidas de carácter fiscal y con programas para la for-
malización e incorporación de los trabajadores al sistema de seguridad 
social. Como resultado de estas reformas se reconoce el aumento del em-
pleo formal  y la mejora de los salarios en términos reales, avances  que 
estuvieron asociados además con el desempeño general de la economía 
(Notaro, 2009; OIT y FORLAC, 2014). 

La mayoría de los procesos implementados en nuestra región, a diferen-
cia de lo ocurrido en los casos exitosos de Europa, se caracterizan por no 
haber partido de diagnósticos integrales y de haber contado con diseños 
parciales que no han llevado a resolver los problemas del mercado de 
trabajo. Incluso, se señala la existencia de numerosos propósitos contra-
dictorios y de avances y retrocesos sistemáticos en las reformas que han 
provocado consecuencias negativas, como el aumento de la rotación de 
trabajadores, la caída de la inversión en capacitación y la profundización 

26	 Se señala por ejemplo que en todos los casos se mantiene la indemnización por despido, que es un 
elemento de rigidez y que no es eficiente como instrumento de protección social, a diferencia de 
los seguros de desempleo y el acceso a programas adecuados de capacitación en caso de despido. 

27	 La evidencia empírica sobre el funcionamiento de los mercados de trabajo en América Latina per-
mite observar una gran heterogeneidad tanto entre países, como al interior de ellos, sobre todo en 
cuanto a la distinción urbano-rural (Cruces y Ham, 2010). 
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de las condiciones de precariedad laboral y de exclusión social (Bensu-
sán, 2003; Cruces y Ham, 2010). 

4.2 Lecciones para México

Las experiencias internacionales sobre la modificación al marco legal 
del trabajo permiten extraer algunas lecciones valiosas para el análisis 
y diseño de la política pública y la reforma del mercado laboral en Mé-
xico. Algunos casos en especial resultan ejemplares para la planeación, 
diseño, instrumentación y ajuste de las reformas a la legislación y a las 
instituciones que regulan las relaciones laborales.

La implementación tardía (respecto al contexto internacional) de una 
Reforma Laboral  para flexibilizar el mercado de trabajo en México, pudo 
haber sido una oportunidad para evaluar la experiencia de otros países 
y valorar los resultados de distintas medidas específicas. En particular, 
si se tiene en cuenta que, desde los años noventa, la flexi-seguridad ha 
sido una forma promovida por países desarrollados que han procurado 
los derechos y la protección de los trabajadores en combinación con el 
ajuste de las relaciones contractuales y de los costos laborales.

Asimismo, esta implementación tardía no representa la corrección de 
desequilibrios o de rigideces recientes en el mercado de trabajo mexica-
no. Las anomalías como las altas tasas de informalidad laboral, la preca-
riedad del empleo o los bajos niveles salariales han persistido desde hace 
más de tres décadas, sin que las políticas laborales hayan logrado solven-
tar sus causas y atenuar sus consecuencias. De hecho, estas mismas ano-
malías han dotado de cierto grado de flexibilidad de facto al mercado de 
trabajo, lo que ha permitido ajustar los costos laborales, eludir (y evadir) 
las regulaciones institucionales de protección al empleo, llevar a cabo 
relaciones laborales que en ausencia de contratos facilitan la rotación y 
la temporalidad, favorecer la competitividad de los mercados nacionales 
y mantener tasas de desempleo bajas. 

Por lo tanto, la aceptación (implícita en la omisión de las acciones del 
Estado) de las anomalías del mercado de trabajo compensó la ausencia 
de reformas que flexibilizaran las relaciones laborales. Aunque tardía, es 
loable la decisión de intervenir en el mercado laboral con nuevas regula-
ciones, pero es conveniente realizar los ajustes necesarios a las medidas 
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adoptadas y articular los instrumentos de política pública para cumplir 
con eficacia los objetivos propuestos.

Del proceso de reformas llevado a cabo en Alemania destaca la imple-
mentación derivada de un diagnóstico completo de la situación del mer-
cado de trabajo, de un diseño y planeación de las medidas considerando 
su instrumentación por fases y de la aplicación de mecanismos para el se-
guimiento y evaluación de resultados; lo que ha permitido la realización 
de ajustes continuos a las medidas adoptadas y, al parecer, ha derivado 
en resultados exitosos en la corrección de algunos fallos puntuales del 
mercado laboral. 

La experiencia de España muestra que a pesar de las medidas adoptadas 
sobre los tipos de contratación persisten tasas elevadas de desempleo, 
por lo que la eliminación de las rigideces contractuales del mercado la-
boral no necesariamente implica un crecimiento sostenido del empleo. 
De hecho, el exceso de flexibilización de los mercados de trabajo podría 
llevar a la generación de puestos temporales susceptibles a desapare-
cer en el momento de sufrir una nueva crisis económica, sin lograr una 
mejora de largo plazo en la situación del empleo y sin corregir de fondo 
algunos de los fallos del mercado de trabajo. 

Con la Reforma Laboral  implementada en Dinamarca, se demuestra la 
relevancia de introducir medidas articuladas en el mercado de trabajo, 
principalmente asociadas con flexibilización, políticas activas de empleo, 
seguridad social y capacitación y aprendizaje permanente. El éxito de esta 
reforma revela la importancia de contar con instituciones de seguridad 
social consolidadas y políticas que promuevan el Estado de bienestar.

De las reformas llevadas a cabo en distintos países de América Latina re-
salta que, si bien algunas de estas naciones introdujeron medidas de flexi-
bilización desde hace tres décadas, los resultados obtenidos se han visto 
limitados por las características estructurales de sus mercados de trabajo 
en conjunto con la debilidad de sus sistemas de seguridad social. La ex-
periencia en la región muestra la necesidad de impulsar no solo la flexibi-
lización de los mercados laborales sino la necesaria articulación de éstos 
con mecanismos adecuados de protección social. En estos países, más allá 
de los instrumentos de política laboral, el desempeño de la economía se 
convierte en la condición más importante para la creación de empleo y la 
evolución del mercado de trabajo, pues el desarrollo limitado de algunas 
actividades productivas, la escasez de inversión y la vulnerabilidad ante 
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las crisis económicas, entre otras deficiencias, dificultan la generación de 
puestos de trabajo bien remunerados, de calidad y estables.

Algunos organismos internacionales, como la OCDE (2012), han pro-
puesto reformas laborales que coinciden con las lecciones obtenidas de 
la experiencia internacional. Se ha propuesto que se realicen reformas 
laborales con carácter estructural que modifiquen las tendencias de los 
mercados en el largo plazo pero que al mismo tiempo sirvan como meca-
nismos de recuperación ante fenómenos cíclicos como las crisis económi-
cas. Se ha enfatizado que dichas reformas podrían mejorar su efectividad 
si se articulan de manera adecuada con otras estrategias implementadas 
en otros ámbitos más allá de la esfera laboral. 

En ese sentido, para obtener mejores resultados de la Reforma Laboral  
de 2012, en términos de creación y calidad de empleo, es importante 
ajustar algunas de sus disposiciones y articularlas con reformas al siste-
ma de seguridad social y al sistema fiscal, para asegurar un modelo de 
flexi-seguridad que favorezca la generación de puestos de trabajo y no 
acentúe los desequilibrios del mercado laboral mexicano.
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Conclusiones

La Reforma Laboral  de 2012 representa un esfuerzo por robustecer la 
deliberación política sobre el marco regulatorio del mercado de trabajo 
en México y lograr con ello ajustes legales que permitan encarar las prác-
ticas laborales y de producción que se han consolidado en la economía 
mexicana durante las últimas cuatro décadas. En ese sentido, es un acto 
que toma la iniciativa para posicionar los asuntos laborales en la agenda 
nacional y que abre una etapa en el diseño de las políticas públicas para 
reflexionar y mejorar las decisiones legislativas futuras que ayuden a ele-
var el bienestar de los trabajadores y el crecimiento económico.

Aunque la información disponible de la situación laboral hasta ahora no 
es suficiente para hacer una evaluación rigurosa sobre los efectos de la 
Reforma Laboral, se puede advertir que los primeros indicios no apun-
tan hacia un cambio importante en el comportamiento del mercado de 
trabajo y la economía nacional. Si se consideran las limitaciones en el di-
seño de los cambios legales, las expectativas sobre la creación de empleo 
y reducción de la informalidad están sobreestimando el alcance de las 
medidas instrumentadas con la Reforma Laboral. Es posible que algunas 
medidas logren normar aspectos de las relaciones laborales que hasta 
2012 no estaban regulados, pero parece complicado que los principales 
instrumentos de la reforma consigan reducir la informalidad y aumentar 
los niveles de empleo.

Si las medidas para facilitar la contratación laboral y la reducción de cos-
tos de despido fomentan la ocupación, debería esperarse una reducción 
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en los niveles de desempleo y un traslado de trabajadores informales al 
sector formal. Sin embargo, de momento no se tiene evidencia estadísti-
ca para sostener que estas medidas estén modificando el comportamien-
to del mercado de trabajo y promoviendo la creación de empleo. Algunos 
especialistas señalan que las medidas aprobadas no serían suficientes 
para aumentar la productividad y el empleo formal (Hernández, 2013 y 
Ros, 2013).

Para cumplir con los objetivos atribuidos a la reforma (como elevar los 
niveles de empleo y productividad, mejorar la competitividad y reducir la 
actividad informal), es necesario diseñar e instrumentar otro tipo de me-
didas de política de orden económico, industrial y fiscal, que se encuen-
tran fuera del alcance de las decisiones legislativas tomadas en 2012.

Por ejemplo, para elevar la productividad, es indispensable instrumentar 
medidas que mejoren las condiciones tecnológicas de las empresas e in-
tensifiquen la capacitación y educación de los trabajadores. De acuerdo 
con Hernández (2013) y Ros (2013) la productividad solo podrá incre-
mentarse cuando la modernización institucional vaya acompañada de 
una modernización tecnológica de la producción. Para incrementar el 
empleo y los salarios, es necesaria una concertación de largo plazo entre 
trabajadores, patrones y gobierno, donde se fomente la educación, la 
inversión en capital fijo, el acceso a la salud y una mayor distribución del 
ingreso (Camargo, 2013).

Asimismo, el crecimiento del empleo requiere medidas que faciliten la 
inversión y ayuden a la expansión productiva de las industrias y la aper-
tura de nuevas empresas. La política de gasto público debe incrementar 
la asignación de recursos para la construcción de infraestructura que 
mejore la conectividad y competitividad del país. Es importante aplicar 
medidas para asegurar el cumplimiento de la normatividad y mejorar las 
regulaciones fiscales y laborales que ayuden a reducir el empleo informal.

Por consiguiente, para elevar la eficacia de la intervención del Estado en 
el mejoramiento del mercado de trabajo, es conveniente la introducción 
de nuevas medidas de política laboral que subsanen las omisiones de 
la reforma de 2012, que refuercen el marco normativo y promuevan la 
eficiencia del sistema institucional y que se articulen, particularmente, 
con nuevas reformas al sistema de seguridad social y la hacienda pública.
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Con la Reforma Hacendaria y Social promovida por la Presidencia de la 
República en 2013, se inició el debate legislativo reciente sobre el seguro 
de desempleo, con el que se pretende fortalecer el sistema de seguridad 
social. Sin embargo, el diseño del seguro de desempleo propuesto en 
los dictámenes de la Cámara de Diputados no tiene una elevada corres-
pondencia con las prácticas internacionales, en especial el esquema de 
financiamiento, y pone en riesgo el cumplimiento de los objetivos esta-
blecidos en la literatura económica, como la protección laboral formal, 
la asignación eficiente del empleo, el sostenimiento del consumo y sus 
efectos sobre el ciclo económico.

Asimismo, el debate reciente sobre la importancia del salario mínimo en 
México se ha posicionado en la agenda pública como un tema relevante 
y de alta sensibilidad social, que revela la necesidad de adoptar medidas 
para contrarrestar los efectos de la persistencia del bajo salario mínimo. 
El debate ha estado marcado por posiciones, algunas opuestas y con-
troversiales, que destacan los retos de una política de recuperación del 
salario mínimo.

Uno de los temas que ha adoptado mayores acuerdos es el de la desin-
dexación del salario mínimo, que logró ser atendido por parte del Go-
bierno federal mediante una iniciativa aprobada y publicada en el DOF 
(2016), con la que se propuso desvincular al salario mínimo del pago de 
diversas obligaciones y crear la Unidad de Medida y Actualización para 
convertirla en una unidad de cuenta, medida, base, o referencia para 
determinar la cuantía del pago de obligaciones previstas en las leyes tan-
to federales como locales. Esta decisión legislativa representa apenas el 
inicio para abordar el problema de los bajos salarios en el país.

En ese sentido, es importante advertir que el declive de los salarios mí-
nimos desde los años 70 y la persistencia de su bajo nivel han facilitado 
la consolidación de una sociedad de bajos ingresos con repercusiones en 
las condiciones laborales de los asalariados, la pobreza, la desigualdad 
económica, la demanda agregada y el mercado interno. Asimismo, la per-
sistencia del salario mínimo induce anomalías en el mercado de trabajo 
que se han traducido en una mala asignación del empleo, bajas remune-
raciones, desincentivos en la productividad, alta rotación de la mano de 
obra y crecimiento de la informalidad.

Aunque la Reforma Laboral no establece metas que permitan evaluar 
la eficacia de las decisiones legislativas, el Plan Nacional de Desarrollo 
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2007-2012 señalaba que a partir de 2012 se generarían 800,000 empleos 
formales cada año (Presidencia de la República, 2007), meta que hasta la 
fecha no se ha alcanzado. En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, 
se indica que los propósitos generales de la política laboral son disminuir 
la informalidad, promover el empleo de calidad e incrementar la produc-
tividad (Presidencia de la República, 2013a), por lo que el Gobierno fe-
deral (Presidencia de la República, 2013b) estableció la meta de reducir 
la Tasa de Informalidad Laboral de 60%, en 2013, a 50%, en 2018. Con 
base en las estadísticas laborales recientes, no se tienen datos que per-
mitan observar un cambio de sentido en la tendencia de las variables de 
empleo e informalidad que sea sostenible como para prever que en los 
próximos años se alcancen estas metas.

El estudio sobre el diseño e implicaciones de la Reforma Laboral  de 2012 
permite detectar líneas de estudio relevantes para una futura agenda de 
investigación. Por un lado, destaca la importancia de profundizar en el 
conocimiento de las determinantes y posibles alternativas de solución 
ante el problema de la informalidad. Resalta también la necesidad de 
profundizar en el entendimiento de los mecanismos de implementación 
de la legislación, donde la inspección laboral ocupa un papel central. 
Asimismo, resulta pertinente la aplicación de métodos de evaluación de 
políticas públicas para determinar con mayor precisión el impacto de la 
Reforma Laboral de 2012 en el mercado de trabajo.   
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